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1. INTRODUCCIÓN  

En octubre de 2019, el Estado y la sociedad chilena enfrentaron uno de los episodios de 

mayor movilización social desde el retorno a la democracia. A partir del 18 de octubre se 

desató una serie de protestas masivas desde la consigna social de “No son $30, son 30 años” 

como respuesta al aumento en la tarifa del transporte público en Santiago. A este alzamiento 

se fueron sumando rápidamente distintos actores de la sociedad civil a lo largo de todo el 

territorio nacional, incorporando con esto nuevas y diferentes demandas. Este proceso estuvo 

marcado por tener una prolongada duración; sin embargo, hubo dos hitos históricos que 

marcaron el descenso del estallido social: la firma del “Acuerdo por la Paz y la Nueva 

Constitución” el 15 de noviembre del mismo año, por doce partidos políticos, y el ascenso 

de la urgencia sanitaria proveniente de la pandemia del Covid-19.   

Es en este contexto, y considerando que durante los primeros días de movilizaciones se 

realizaron múltiples saqueos y destrucciones tanto a la propiedad pública como privada, que 

el día 19 de octubre el presidente Sebastián Piñera Echenique decreta Estado de Emergencia1. 

La Constitución de la República de Chile (en adelante CPR) reconoce esta facultad 

presidencial en su artículo 42, el cual establece que puede ejercerse “en caso de grave 

alteración del orden público o de grave daño para la seguridad de la Nación”. Fue a través de 

esta herramienta y con el objeto de controlar la crisis, que se habilitó la intervención directa 

de las Fuerzas Armadas y la implementación de toques de queda y restricciones de 

circulación en diferentes comunas del país. 

Simultáneamente se registraron actos de violencia y enfrentamientos con las fuerzas 

policiales, acompañados de una serie de eventos que generaron la preocupación de 

instituciones tanto nacionales como internacionales, dedicadas a la protección y defensa de 

los Derechos Humanos. Entre estos organismos se encuentra el Instituto Nacional de 

Derechos Humanos (en adelante INDH), Amnistía Internacional, y también la Oficina del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (en adelante 

ACNUDH), entre otros. Dichas organizaciones cumplieron un rol fundamental, registrando 

la crisis a través de informes y anuarios que abarcaban desde cifras de afectados, masividad 

de las protestas, los patrones de actuaciones estatales, hasta el uso de la fuerza, la violencia 

policial y las circunstancias en que estas se realizaron. 

 

La dicotomía que se desarrolló entre el poder de control del Estado y las afectaciones a 

derechos humanos mediante la violencia policial constituye una situación necesaria de ser 

analizada. Frente a esto, es válido cuestionar respecto a cuáles son los límites que separan el 

uso legítimo de la fuerza estatal contra lo que constituye el abuso del monopolio de poder 

que la institución posee. En esta línea, la doctrina penal ha argumentado la constitución de 

una variable de terrorismo donde es el Estado el perpetrador. Es respecto a los tópicos del 

límite en el uso de la fuerza institucional y la hipótesis de terrorismo de Estado en los que se 

enfocará la presente tesis, además de un análisis posterior respecto a la situación social 

postconflicto. Por lo cual, este estudio tiene como objetivo específicamente responder a las 

siguientes preguntas de investigación: ¿el uso de poder institucional durante el estallido 

 
1 Diario Oficial de la República de Chile (19 de octubre de 2019). Las zonas contempladas en esta medida fue 
la provincia de Santiago y Chacabuco, además de las comunas de San Bernardo y Puente Alto de la Región 
Metropolitana. 
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social chileno constituye actos terroristas por parte del Estado?, y en relación a esto, ¿se han 

establecido o incentivado mecanismos de justicia transicional por parte del Estado durante el 

periodo 2020-2025?  

Tiene relevancia jurídica la presente investigación, en razón de, que en el ámbito del derecho 

y la dogmática penal, el estudio plantea una nueva hipótesis sobre terrorismo al considerar al 

Estado como autor material de la violencia e intimidación efectuada contra la sociedad civil 

en 2019. Asimismo, de verificarse esta variante, se justificaría una revisión exhaustiva de la 

nueva ley de conductas terroristas, N.° 21.732. En términos de relevancia social, examinar 

esta opción de comisión de la conducta típica permitiría una mayor protección de las 

garantías de los derechos humanos de los civiles frente a la asimetría de poder en 

comparación con el Estado. En esta línea, el estudio de medios de justicia transicional para 

el tratamiento pos revuelta es crucial, toda vez que permite dilucidar estrategias orientadas a 

restablecer la confianza social y credibilidad en las instituciones. A su vez, permite buscar 

mecanismos de construcción de memoria histórica, justicia y reparación de la dignidad de las 

víctimas, con el objetivo de instaurar garantías de no repetición frente al abuso de poder y 

vulneración de derechos fundamentales. Por último, este factor posee relevancia en interés al 

fortalecimiento del Estado de Derecho y protección de la democracia, en función de avanzar 

en la superación de los conflictos con la intervención y colaboración de todos los 

participantes del mismo. 

Para responder las preguntas investigativas se combinan tres métodos de investigación: 

análisis dogmático, documental e investigación empírica. Para la técnica dogmática se hace 

uso de diferentes fuentes formales del derecho atingentes al tópico a revisar, tales como la 

Constitución Política de la República, la antigua Ley terrorista N.° 18.314, la nueva Ley que 

determina conductas terroristas y fija su penalidad, N.° 21.732, y la Ley N.° 20.357 que 

tipifica crímenes de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, entre otros. Estos 

instrumentos se utilizan para abordar la comprensión normativa y conceptual que la 

legislación establece respecto de, por ejemplo, conductas terroristas, crímenes de lesa 

humanidad y deberes del Estado. El método documental es aprovechado para consolidar un 

claro marco teórico que se aplica a la totalidad de la investigación. Por lo cual, se revisan y 

sistematizan diferentes posturas, libros, artículos y documentos, tanto nacionales como 

internacionales, para establecer contexto y definición de conceptos. Por último, la 

investigación empírica se emplea para el análisis de los casos de violencia policial ocurridos 

durante el periodo del estallido social. De modo que, se utiliza para la recolección de datos 

primarios desde la observación de los comportamientos realizados por el Estado, así como 

para evaluar si existen patrones y tendencias en los mismos.  

Se establece el siguiente orden de capítulos. Primero, se delimita el marco teórico de la tesis. 

En segundo lugar, se contextualiza el caso a estudiar. En el tercer capítulo se aborda la 

primera pregunta de investigación, en el cual se analiza las actuaciones estatales bajo el 

concepto de terrorismo de Estado. Por último, en el cuarto apartado se abarca la segunda 

pregunta, por lo que se revisan los mecanismos de justicia transicional que se han 

implementado en Chile. 
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2. MARCO TEÓRICO 

a) Crímenes de lesa humanidad 

El concepto de crimen de lesa humanidad fue definido por primera vez en el Estatuto del 

Tribunal Militar Internacional de Núremberg en 1945, donde se señala como esta clase de 

crímenes las siguientes:   

[…] el asesinato, la exterminación, esclavización, deportación y otros actos inhumanos 
cometidos contra población civil antes de la guerra o durante la misma; la persecución 
por motivos políticos, raciales o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que sean 
competencia del Tribunal o en relación con los mismos, constituyan o no una 
vulneración de la legislación interna de país donde se perpetraron2. 

Este concepto nace al término la Segunda Guerra Mundial. Los principios contemplados en 

el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Núremberg, y también después en la Carta 

del Tribunal Penal Militar para el Lejano Oriente, fueron posteriormente reconocidos por las 

Naciones Unidas en la Resolución 95 (I) de la Asamblea General de 1946. Con el tiempo se 

fue atenuando la vinculación de esta clase de crímenes con los contextos bélicos, eliminando 

definitivamente esta limitación en el futuro. Un ejemplo de esta progresión es la Ley N.° 10 

dictada en 1945 por el Consejo de Control Aliado, en el cual el artículo 2 N.° 1 letra c) 

enmarca este término de la siguiente forma:  

Atrocidades y delitos, incluidos, entre otros, el asesinato, el exterminio, la esclavitud, la 
deportación, el encarcelamiento, la tortura, la violación u otros actos inhumanos 
cometidos contra cualquier población civil, o persecuciones por motivos políticos, 
raciales o religiosos, violen o no las leyes internas del país donde se perpetren3. 

Es definitivamente en la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra 

y de los Crímenes de Lesa Humanidad, que entró en vigor en 1970, donde se estipula que la 

comisión de este tipo de crímenes puede ser tanto en tiempos de guerra como en periodos de 

paz4. Esto se respalda posteriormente en la codificación que hace el Estatuto de Roma, de la 

Corte Penal Internacional (CPI) de 1998, el cual en su artículo 7 N.° 1 dispone: “A los efectos 

del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos 

siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 

población civil y con conocimiento de dicho ataque”5. A esto se incluye una lista, desde la 

letra a) a la k), de tipos de conductas que comprenden esta categoría especial6.  

 
2 Estatuto del Tribunal Militar de Núremberg (1945), Artículo 6 letra c). Del mismo modo se reproducirá en la 
Carta del Tribunal Penal Militar Internacional para el Lejano Oriente en 1946, en el artículo 5 letra c).  
3 Ley N.° 10 del Consejo de Control Aliado (1945), artículo 2 N.° 1 letra c).  
4 Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad (1970), 
Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 2391 (XXIII), artículo 1 letra b).  
5 Estatuto de Roma (1998), artículo 7 N.° 1.  
6 Las conductas contempladas en este lista son el asesinato, exterminio, esclavitud, deportación o traslado 
forzoso, encarcelación o privación grave de la libertad física, la tortura, la violación, esclavitud sexual, también 
la prostitución, el embarazo o la esterilización forzada. Asimismo, se menciona la persecución de un grupo o 
colectividad con identidad propia por motivos étnicos, culturales, raciales, religiosos, de género u otros, además 
de la desaparición forzada, los crímenes de apartheid u otros actos inhumanos de carácter similar que atenten 
contra la integridad física o psíquica. 
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Esta categoría de crímenes se encuentra reconocida y definida en la normativa nacional; 

propiamente en la Ley N.° 20.3577 Título I. Se recoge de esta ley, en su artículo 1, las 

circunstancias que calificarán especialmente los tipos penales, diferenciando con esto los 

crímenes de lesa humanidad de delitos comunes. Quiere decir: i) la existencia de actos 

generalizados o sistemáticos; ii) que esté dirigido a la población civil; y iii) que se tenga 

conocimiento de dicho ataque8. A modo de síntesis, se comprenderá el concepto de crimen 

de lesa humanidad como aquellas “graves violaciones a los derechos humanos por su 

extrema gravedad y por la intervención en ellos de las autoridades estatales o por su 

incapacidad para reprimirlos”9.  

b) Terrorismo de Estado 

Para comprender a cabalidad lo que contempla el terrorismo de Estado, primero hay que 

entender qué se entiende por el terrorismo propiamente tal. A modo general, el Diccionario 

de la Real Academia Española entiende este último concepto como un acto de dominación 

mediante el terror, el cual contempla una sucesión de actos de violencia ejecutados con el fin 

de infundir miedo con objetivos políticos10.  

En Chile, en 1984, surge la primera ley antiterrorista, específicamente la Ley N.° 18.314. En 

el artículo 1 de esta ley se menciona la finalidad perseguida en los delitos de terrorismo, los 

cuales deben seguir el objetivo de: 

[…] producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima 
de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, 
sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una 
categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir 
resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias11. 

En términos historiográficos, esta ley se promulgó y consolidó durante el periodo dictatorial 

militar chileno. Este elemento resulta de vital relevancia, dado que demarca hacia el futuro 

cómo se comprenderán en Chile las conductas que sean clasificadas como terroristas. Cabe 

recordar que el Golpe de Estado de 1973, y la dictadura militar en sí, tienen como origen 

motivos políticos, en especial la lucha ideológica contra el socialismo. De este modo, se contó 

con la dirección y financiamiento de entidades extranjeras como, por ejemplo, Estados Unidos 

y la Agencia Central de Inteligencia (CIA). Esto con el fin de socavar el camino que Chile 

estaba construyendo al tener un gobierno socialista, encabezado por Salvador Allende, en 

pleno periodo de Guerra Fría, etapa marcada por el fuerte conflicto político-ideológico que 

persistía a nivel mundial. 

Si bien la Ley N.° 18.314 se genera en razón de dar cumplimiento al mandato del artículo 9 

de la Constitución de 1980, misma que fue pensada y creada por la Junta Militar, esta 

legislación tenía como trasfondo combatir a la oposición existente en la época. De modo que, 

 
7 Ley N.° 20.357 (2009). Última versión 2016. Tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y 
delitos de guerra. 
8 Estos requisitos en los crímenes de lesa humanidad se encuentran establecidos originalmente en el Estatuto de 
Roma artículo 7 N.° 1 y 2, siendo reconocidos íntegramente en el ley nacional señalada.  
9 Dirección General de Derechos Humanos (2021), p. 8. 
10 Real Academia Española (2024), Diccionario de la lengua española.  
11 Ley N.° 18.314, artículo 1 inciso 1.  
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con esta nueva herramienta se lograba crear una narrativa con la cual proyectar y catalogar de 

terroristas a quienes no eran afines al régimen, habilitando así que se les persiga legalmente12. 

Por lo que, bajo este contexto, y en concordancia con las palabras de Myrna Villegas, resulta 

posible “advertir que el objetivo político criminal de la ley N.° 18.314 fue proscribir 

definitivamente a las ideologías de izquierda”13.  

En esta línea, cobra un sentido distinto la disposición el artículo 17 inciso 3 CPR, la cual 

evidencia la profundidad de las consecuencias que conlleva el terrorismo. Este precepto, 

ubicado en el capítulo de “nacionalidad y ciudadanía”, contempla específicamente la pérdida 

de la calidad de ciudadano en Chile si se está condenado por delitos que la ley califique como 

conducta terrorista.  

Por otro lado, el artículo 9 inciso 1 CPR declara al terrorismo como contrario a los derechos 

humanos. Esta normativa deja la puerta entreabierta a un abanico de posibilidades para la 

comisión de terrorismo, toda vez que construye dicho precepto de la siguiente forma: “el 

terrorismo, en cualquiera de sus formas”. Esto, en correlación con el contexto demarcado 

donde surgió la Constitución de Chile y la Ley N.° 18.314, podría verse como una solución 

para no restringir la subsunción de diferentes casos dentro de lo que se comprendía por 

terrorismo.   

En febrero de 2025 se promulgó la nueva normativa antiterrorista, la Ley N.° 21.732. Esta 

normativa, en su artículo 2 inciso 1, determina el terrorismo como una asociación terrorista 

con las siguientes características: 

[…] toda organización de tres o más personas, con acción sostenida en el tiempo, que 
tenga entre sus objetivos la perpetración de los delitos que se indican a continuación y 
entre sus fines los de socavar o desestabilizar las estructuras políticas, sociales o 
económicas del Estado democrático; imponer o inhibir alguna decisión a una autoridad 
del Estado democrático; o cuando, por los métodos previstos para su perpetración o 
efectivamente utilizados, esos delitos tengan la aptitud para someter o desmoralizar a la 
población civil o a una parte de ella.14 

Como se refleja en las tres concepciones anteriores, se dispone que el terrorismo ejecuta la 

violencia con fines políticos. Es mediante el manejo del miedo social que se intenta concretar 

el objetivo específico buscado, empleando el uso de la violencia con una intencionalidad 

determinada. Por ende, “consiste en una comprensión funcional del terrorismo como un 

método, y más precisamente: como una estrategia de comunicación”15, de lo cual el recurso 

 
12 Asimismo, como precedente a esta concepción de la oposición (relacionar la figura marxista con la de 
terroristas), existe también en lo que fue catalogada como la “ley maldita”, llamada oficialmente “Ley de 
Defensa Permanente de la Democracia” de 1948, en su artículo 1 inciso 1 la siguiente disposición: “Se prohíbe 
la existencia, organización, acción y propaganda, de palabra, por escrito o por cualquier otro medio, del 
Partido Comunista, y, en general, de toda asociación, entidad, partido, facción o movimiento, que persiga la 
implantación en la República de un régimen opuesto a la democracia o que atente contra la soberanía del 
país”.  
13 VILLEGAS (2018), p. 504. 
14 Este los delitos señalados en este artículo se encuentra la tortura, sustracción de menores. Secuestro, apremios 
ilegítimos, atentar contra la vida e integridad del Fiscal del Ministerio Público o Defensor Público que se 
encuentre en ejercicio de su cargo. También quien emplee armas químicas, biológicas o toxicas, quien envenene 
alimentos de consumo público, o disemine gérmenes patológicos con el propósito de producir enfermedad. 
Quien cometa incendios u otros estragos, femicidio, homicidios calificados, lesiones leves o graves, castración 
y mutilación, entre otros tipos penales.  
15 MAÑALICH (2017), p. 374. 
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de la violencia está estratégicamente proyectado para actuar como medio de sometimiento, 

degradación y desmoralización16. 

El que la redacción de este artículo constituya una descripción tan amplia, aspecto que se 

mantiene de la ley anterior y el artículo 9 inciso 1 CPR, conlleva que existan diferentes 

maneras en que se podría subsumir la conducta terrorista. Para efectos de esta investigación, 

se plantea la idea de terrorismo donde es el Estado quien actúa como sujeto activo, 

denominando a esta variable como terrorismo de Estado.  

De este modo, la lógica de subsunción de los requisitos dispuestos en el artículo 2 inciso 1 de 

la Ley N.° 21.732 para el terrorismo de Estado serían los siguientes. Por un lado, conforme a 

sujeto activo, aquí es el Estado quién actúa como organización, y es quien realiza las conductas 

terroristas durante un periodo de tiempo prolongado. Por otro lado, dentro de las posibilidades 

de finalidad que dispone el artículo para la comisión de los delitos terroristas, y en coherencia 

con el tipo de sujeto activo que se está tratando, se entenderá que aquí se sigue la finalidad de 

“someter o desmoralizar a la población civil o a una parte de ella”. Bajo esta interpretación 

del artículo los requisitos de la tipificación terrorista se pueden aplicar a un examen de 

terrorismo de Estado.  

No obstante, esta hipótesis especial no solo comprende las características base del tipo penal, 

sino que también cuenta con sus propias particularidades. En primer lugar, se emplea la 

violencia institucional contra la población civil como una herramienta para consolidar una 

estrategia de comunicación política17, en donde se busca transmitir una orden a la sociedad de 

no afectar o interponerse en el fin que busca obtener el Estado.  

En segundo lugar, en cuanto a la operatividad de esta estrategia política, se utiliza la totalidad 

del marco jurídico e institucional del Estado para conseguir su cometido y garantizar su 

resultado. Por lo que, por ejemplo, si desea mantener el poder político, se manejará la fuerza 

estatal, en todas sus dimensiones para someter a la población civil, y así conseguir su 

objetivo. Cabe destacar que el Estado es la institución superior en un país, de modo que existe 

una fuerte y asimétrica concentración de poder, sumado a la ausencia de controles superiores 

efectivos que limiten el actuar institucional. Por tanto, por un lado, se emplea la 

instrumentalización del derecho para así justificar las acciones ilegítimas, y por otro, se 

realizan, con esto, sistemáticas vulneraciones a los derechos fundamentales de los ciudadanos 

a fin de desmoralizarlos, degradarlos e inhibirlos de organizarse en su contra. El 

aprovechamiento del sistema legislativo y normativo es una característica fundamental de 

este tipo de terrorismo, ejecutado minuciosamente para “garantizar y perpetrar la 

impunidad”18 de quienes obran bajo el terrorismo de Estado, en un intento de ocultar la 

ilegitimidad de sus actuaciones.  

En tercer lugar, para justificar su actuar, sin levantar mayor sospecha, se realiza la estrategia 

conocida como proyección-negación. De este modo, la institución aparenta una postura de 

contraataque, afirmando tener “un enemigo infiltrado en todos los niveles de la sociedad”19. 

 
16 Ibidem, pp. 374-377. 
17 MAÑALICH (2023), p. 148. 
18 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2023), Resolución 3/23-Doc. 321, p. 1. 
19 GARZÓN VALDÉS, E. (1989), p. 38.  
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Esta postura racionalmente adoptada por el Estado permite desviar la responsabilidad de los 

actos hacia quienes los padecieron, situando en las víctimas la culpa del actuar represivo. En 

otras palabras, se refleja la conducta típica desde el Estado hacia los afectados, 

estigmatizando a estos últimos como terroristas, para así poder renegar de su responsabilidad. 

Esto conlleva a la “deshumanización” de quienes fueron víctimas de agentes 

institucionales20. En palabras de Mañalich, esta estrategia busca formar “un estatuto aplicable 

al terrorismo cuyos términos propiciarán que el estatus de terrorista fuera atribuible, más 

bien, a las víctimas empíricas de su propia actividad terrorista”21.  

En resumen, el terrorismo de Estado conlleva la ejecución de violencia institucional contra 

la población civil, mediante la comisión de delitos, con la finalidad de garantizar la no 

intervención de la sociedad en el resultado político esperado por este.  

c) Justicia Transicional 

Esta categoría de justicia tiene en su origen los hitos históricos provenientes de los procesos 

de Núremberg y de Tokio, al finalizar la Segunda Guerra Mundial. Sin embargo, “el término 

[justicia transicional] se utilizó por primera vez en los años noventa, una época de 

transformación global postguerra fría, emergiendo a partir del movimiento a favor de los 

derechos humanos”22. Estos procesos tuvieron como fin específico el enjuiciar y castigar a 

los principales responsables de iniciar y librar la guerra. En la actualidad este concepto no se 

reduce únicamente a los procesos de transición de un estado de guerra, sino que se ha 

ampliado a todas aquellas circunstancias en donde se busque hacer el traspaso de un estado 

de conflicto a uno postcrisis. En esta línea, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 

entiende este concepto como: 

[…] toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una 
sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, 
a fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr 
la reconciliación23. 

Por tanto, se comprende la justicia transicional como una disciplina que busca desentrañar 

aquello que las sociedades necesitan para superar legados o historias desafiantes mediante 

la propuesta y utilización de diferentes instrumentos24, ya sean judiciales o extrajudiciales. 

Estos procesos tienen por función, por un lado, transitar hacia la suspensión y superación de 

conflicto social25. Por otro lado, estos mecanismos aspiran a reparar el daño social y 

colectivo, a través de, por ejemplo, la búsqueda de la verdad y reconocimiento de 

responsabilidades, entre otros factores. 

Si bien, el Centro Internacional para la Justicia Transicional (ICTJ) reconoce la dificultad 

que conllevan este tipo de procedimientos, por ejemplo, por las circunstancias especiales de 

cada contexto y sociedades, o dadas las personas que están involucradas, muchas veces desde 

 
20 MAÑALICH (2023), pp. 145-146.  
21 Ibidem, p. 155. 
22 ROMAIKE, S. (2016), p. 6. 
23 Consejo de Seguridad, Naciones Unidas (2004), (S/2004/616), párr. 8. 
24 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Acerca de la justicia 
transicional y los derechos humanos”.  
25 RÚA DELGADO, C. (2018), p. 187. 
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posturas enfrentadas, que cargan con legados personales. Estas dificultades no se logran 

contraponer al objetivo fundamental que se busca consolidar, dado que la justicia 

transicional dispone de una diversificación de rutas a realizar, planteando una red de caminos 

que mapean las opciones viables para cada contexto social y país26.  

Esta relevancia se encuentra reconocida en la Resolución 2005/81, 61° de la Comisión de 

Derechos Humanos, la cual expone claramente la importancia que tiene el verdadero 

compromiso por parte de los Estados a conseguir y efectuar procesos de transición en sus 

propias realidades:  

[…] la entrega a la justicia de sus autores, incluidos sus cómplices, la obtención de justicia y 
de una reparación efectiva para las víctimas, y su protección, así como el mantenimiento de 
archivos históricos de esas violaciones y la restitución de la dignidad a las víctimas mediante 
el reconocimiento público y la conmemoración de sus padecimientos forman parte integrante 
de la promoción y el ejercicio efectivo de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario y de la prevención de futuras violaciones y son un factor fundamental para 
garantizar un sistema de justicia justo y equitativo y, en definitiva, promover una 
reconciliación y una estabilidad justas en todas las sociedades, inclusive en las que se 
encuentran en situación de conflicto o posconflicto27. 

La justicia de transición contempla la totalidad del conflicto existente en un Estado. Quiere 

decir que, se parte de un enfoque integral donde se incluye a todos los actores partícipes, no 

teniendo como objetivo la criminalización unilateral de ciertos grupos, dado que esto 

profundizaría el conflicto interno. Al contrario, se busca poder concretar la superación de la 

crisis mediante el reconocimiento de responsabilidades compartidas, reconstrucción del 

pacto social y, reparación de daños y perjuicios a las víctimas, además de establecer medidas 

de garantías para la no repetición. 

3. ANÁLISIS DEL ESTALLIDO SOCIAL DE 2019 

En octubre de 2019 se comunica el aumento de la tarifa general en 30 pesos del Metro de 

Santiago, hecho que marcó el inicio de masivas evasiones por parte de estudiantes 

secundarios, quienes saltando los torniquetes de las estaciones iniciaron un efecto dominó 

que no terminó hasta marzo de 2020. Este es el epicentro de lo que conllevaría el estallido 

social chileno.  

El descontento generado por esta medida económica funcionó como catalizador, reuniendo 

una serie de malestares históricamente acumulados por la sociedad chilena, los cuales fueron 

incorporados progresivamente a las demandas de las protestas en curso. Durante los primeros 

días se llevaron a cabo manifestaciones paralelas en distintos puntos de Santiago, 

fundamentalmente en las principales avenidas, para luego consolidarse en la zona próxima a 

la estación de metro Baquedano. Este punto adquirió un nuevo significado social en este 

periodo, pasando a ser conocida como “Plaza Dignidad”.  

A medida que las protestas crecían, estas se fueron extendiendo a las demás regiones del país, 

ganando mayor fuerza y cohesión social, además de otorgar un carácter descentralizado a la 

situación nacional que se estaba viviendo. Entre las principales demandas se destacó la 

 
26 Centro Internacional para la Justicia Transicional, “¿Qué es la justicia transicional?”.  
27 Comisión de Derechos Humanos (2005), Resolución 2005/81, 61° “Impunidad”.  

 



10 

 

desigualdad estructural y la precariedad en la calidad de vida, especialmente en el ámbito de 

la salud, educación y el sistema de pensiones vigente. A lo anterior se sumó el desacuerdo 

con el sistema político imperante, herencia del régimen dictatorial chileno, institucionalizado 

en la Constitución Política de la República de 1980.  

La postura y actuación del Estado fue, desde un inicio, firme y defensiva, decretando Estado 

de Excepción constitucional al segundo día de protesta28. Como señala la Ley N.° 18.41529, 

en relación con los artículos 42 y 43 de la CPR, las zonas señaladas por un Estado de 

Emergencia quedan bajo la dependencia del Jefe de Defensa Nacional, quien “asumirá la 

dirección y supervigilancia de su jurisdicción”30. Quiere decir que, por parte del Presidente 

de la República se determinó la militarización de las zonas declaradas en el estado de 

excepción, además de dictar toques de queda, como primera actitud para impedir las 

movilizaciones sociales que estaban teniendo progreso, toda vez que las concebía como una 

grave alteración del orden público que afectaba la seguridad de la nación31. 

La sociedad chilena pasó por momentos de incertidumbre importante, donde, por ejemplo, 

actividades comunes como las laborales o educacionales se suspendieron en diversas 

ciudades. A esto se suma el desafortunado comunicado que realizó el Presidente Sebastián 

Piñera Echeñique, el día 20 de octubre. El entonces mandatario abarcó la situación del país 

como si fuera una guerra interna, señalando “estamos en guerra contra un enemigo 

poderoso”32, agregando, “ellos [refiriéndose a los manifestantes] están en guerra contra todos 

los chilenos de buena voluntad que queremos vivir en democracia con libertad y en paz”33. 

Es siete días después de esta declaración que se levanta el Estado de Excepción y el toque de 

queda34. Sin embargo, esta decisión no logró socavar el incipiente alzamiento social que 

comenzó a formarse. Frente a esto, los medios estatales empleados para controlar el orden 

social escalaron hacia niveles considerables de violencia institucional. Desde la comisión de 

daños oculares o quemaduras por químicos, hasta diferentes crímenes constitutivos de lesa 

humanidad. A modo de ejemplo, la Defensoría de la Niñez señala que 2.136 niños, niñas y 

adolescentes (en adelante NNA) fueron víctimas de delitos contra sus derechos humanos 

durante el contexto del estallido social por parte de agentes del Estado, siendo un 73% 

correspondientes a apremios ilegítimos35.  

 
28 Véase supra nota 1.     
29 Ley Orgánica Constitucional de los Estados de Excepción (1985). 
30 Constitución Política de la República de Chile (2005), artículo 42 inciso 2.  
31 La existencia de una grave alteración al orden público o un daño importante a la seguridad de la nación son 
requisitos necesarios para habilitar y fundamentar la necesidad de decretar un estado, que como su nombre lo 
dice, es excepcional al cotidiano desarrollo social e institucional. Esto dado que constituye limitaciones 
importantes a las libertades de los ciudadanos. 
32 Prensa Presidencia (20 de octubre de 2019).  
33 Ídem.  
34 Ministerio de Relaciones Exteriores (27 de octubre de 2019), “Se levanta el Estado de Emergencia y el toque 
de queda en todas las comunas y regiones del país”. 
35 Defensoría de la Niñez (2024), p. 18. 
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No obstante, pese a los reiterados intentos de ultimar la revuelta social, esta siguió escalando, 

de forma que el 25 de octubre del mismo año se genera un hito histórico en la historia de 

Chile, con la concentración de más de 1.2 millones de asistentes, en el centro de Santiago 36.  

Finalmente, el día 15 de noviembre, la mayoría de las colectividades políticas con 

representación en el Congreso Nacional suscribieron el “Acuerdo por la Paz Social y una 

Nueva Constitución”37. Este acuerdo contribuyó, por un lado, a que las conversaciones 

políticas se mantuvieran en el plano institucional, protegiendo y preservando el Estado de 

derecho. Así como, por otro lado, a que la violencia gradualmente disminuyera en las calles. 

El objetivo fundamental que se perseguía con esta herramienta era “buscar la paz y la justicia 

social a través de un procedimiento inobjetivamente democrático”38, garantizando el 

compromiso de dichas coaliciones políticas con el “restablecimiento de la paz y el orden 

público en Chile”39. Así las movilizaciones continuaron su realización, ahora también 

enlazadas a la posibilidad de una nueva constitución que deroge el legado dictatorial, en 

paralelo a los preparativos para el plebiscito de abril de 2020. Es este extenso panorama lo 

que constituye el contexto de investigación para este estudio.   

4. ANÁLISIS DE LA RESPUESTA ESTATAL 

Existen distintos autores y teorías que buscan explicar la construcción de un Estado o 

sociedad civil como el que conocemos. John Locke presenta la creación de una sociedad civil 

frente a la necesidad de perfeccionar y, por sobre todo, asegurar los derechos naturales 

preexistentes en los individuos. Si bien en el estado de naturaleza los seres humanos cuentan 

con derechos base40 regidos por la denominada “ley natural”, estos carecen de los 

mecanismos suficientes para su protección o reglas que delimiten su aplicación sin afectar a 

terceros. Esto lleva a que cada individuo actúe en razón de sus derechos, independiente del 

efecto colateral que genere, y a la vez, sea cada uno juez y ejecutor de la reparación de los 

derechos que se les perturbó, aspecto que inevitablemente produce conflictos. Es ante esta 

compleja situación que los individuos deciden organizarse en una sociedad civil:  

Para evitar este estado de guerra […] es por lo que, con gran razón, los hombres se ponen 
a sí mismos en un estado de sociedad y abandonan el estado de naturaleza. Porque allí 
donde hay autoridad, un poder terrenal del que puede obtenerse reparación apelando a 
él, el estado de guerra queda eliminado y la controversia es decidida por dicho poder41. 

Por tanto, los individuos, a través de un acto de consentimiento voluntario, eligen formar una 

comunidad política, comprometiéndose a ceder parte de sus libertades para crear el Estado 

 
36 Véase VILLAROEL, María José & FLORES, Jonathan (25 de octubre de 2019); CHECHILNITZK, A. & SAID, C. 
(25 de octubre de 2019); BBC News Mundo (26 de octubre de 2019); CORTÉS Y. (23 de octubre de 2023). 
37 Entre los partidos firmantes se encuentran el Partido Demócrata Cristiano (DC), Partido Socialista (PS), 
Unión Democrática Independiente (UDI), Partido por la Democracia (PPD), Revolución Democrática (RD), 
Renovación Nacional (RN), Partido Liberal, Partido Evolución Política (Evopolí), Partido Comunes, Partido 
Radical (PR).  
38 Gobierno de Chile (2019) Acuerdo por la Paz Social y una Nueva Constitución, p. 1. 
39 Ídem, numeral 1°. 
40 LOCKE reconoce estos derechos como la Libertad e igualdad de todos los seres humanos, derechos que no 

pueden ser erradicados de su condición de humanos. Véase LOCKE (2006), p. 97. 
41 LOCKE (2006), p. 27. 
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civil42. Este asume la función de juzgar y ejecutar el poder resguardando la imparcialidad y 

objetividad al momento de sentenciar. De modo que, la construcción de esta institución se 

resguarda en el garantizar los derechos y seguridad de los civiles. Sin embargo, Locke agrega 

un punto importante a considerar. Pese al consentimiento de delegar en el Estado la seguridad 

de los ciudadanos y cuidados de sus derechos, el pueblo conserva el derecho a rechazar y 

resistir al Estado en casos especiales donde este falle en su propósito fundamental o abuse 

del poder que se le delegó, convirtiéndose en una institución autoritaria. 

Por otro lado, para Georg Hegel el Estado no es sólo el resultado de la sociedad civil, sino 

que es donde la eticidad43 logra alcanzar el máximo nivel de consciencia y pensamiento. De 

este modo, Hegel no ve al Estado como la consolidación de un pacto social, sino que nace de 

la necesidad material de racionalización del espíritu en todas sus dimensiones. Para esto, se 

entiende que conecta el espíritu individual, vinculado a la libre autonomía de la voluntad, 

con el nivel universal de la sociedad civil, el cual es descrito como un todo concreto “dividido 

en diversas partes que lo contienen”44. En palabras del autor, el Estado es el nivel supremo, 

dado que “es el espíritu real reflejado en sí, el simple si mismo de la sustancia ética total”45.  

La solidez del Estado hegeliano radica en el fundamento racional de las cosas, siguiendo el 

sucesivo esquema lógico: “lo que es real es racional y lo que es racional es real”46. Esto 

implica que la realidad de esta institución posee una exigencia interna que no permite la 

alteración por motivos superficiales. Hegel es tajante en determinar esto, el aparato estatal 

no puede depender de la particularidad de las contingencias, sino que debe alinearse con su 

carácter de razón objetiva y mediador entre los niveles de libertad, además de corresponder 

a los principios universales necesarios para el racional funcionamiento del aparato 

institucional. Esto se puede reflejar en la siguiente idea: 

En esta unidad yace la unidad real del Estado, la cual sólo por esta su inmediatez interna 
y externa es sustraída a la posibilidad de ser envilecida en la esfera de la particularidad, 
a su arbitrio, fines y opiniones, a la lucha de las facciones contra las facciones por el 
trono y al debilitamiento y a la demolición del poder del Estado47 

Aquel Estado que muta con facilidad por contingencias sociales podría terminar en un Estado 

arbitrario, actuando en contrario a la razón y la libertad, cediendo ante demandas o caprichos 

particulares. Por tanto, esta institución no puede cambiar frente a cualquier eventualidad que 

surja, dado que existe un deber de protección del statu quo del Estado, defendiéndose contra 

 
42 Ibidem, pp. 123-128. 
43 Para Hegel “eticidad” (Sittlichkeit) se refiere al producto final de la vida ética donde coexiste la ética 

particular, compuesto por las libertades e intereses particulares, mediados por la ética universal que está 

constituido de las normas universales culturales. Véase GONZÁLEZ DÍAZ, J. R. & MCCADDEN M, Carlos J. 

(2020), pp. 52-60. 
44 HEGEL, G. W. F.  (2000), p. 36. El autor entiende distintos grados de libertad realizada y sensible, los cuales 

denomina “diferencias”, y es el conjunto y agrupación de estas particulares libertades que conforma la libertad 

universal y consolida la sociedad civil. De esta manera, Hegel señala que “el individuo ha sido convertido en 

hijo de la sociedad civil, la cual tiene sobre él tantas exigencias como tiene él sobre ella”. Véase HEGEL, G. W. 

F.  (2000), p. 291 § 238. 
45 HEGEL, G. W. F.  (1966), p. 267. 
46 HEGEL, G. W. F.  (2000), p. 48. 
47 Ibidem, p. 343, § 281. 
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lo circunstancial, y por sobre todo si esto surge de medios ilegítimos. Hegel reconoce el valor 

de lo objetivo, declarando que “la arbitrariedad contra el derecho sea superada”48. 

El marco teórico que ambos autores presentan permite comprender que aunque el pueblo 

pueda demandar cambios, el Estado tiene la obligación de defenderse, pero esto se debe 

realizar dentro de los parámetros de racionalidad. Expuesto esto, queda analizar la crisis 

social de octubre de 2019. 

En términos concretos, el estallido no surge como una resistencia social a un Estado 

autoritario o tirano, sino que al contrario, se estaba frente a un gobierno elegido 

democráticamente, por ende, conforme la teoría de Locke, no se podría comprender las 

manifestaciones como una resistencia formal al Estado chileno.  

Si bien la revuelta representó un pronunciamiento claro y firme de legítimas demandas 

sociales en Chile, esto no excluye que bajo la mirada del derecho existe todo un ordenamiento 

político enfocado, en principio, a resguardar el bien común y la seguridad de los ciudadanos. 

Por consiguiente, ante tal alzamiento popular el Estado debe y estaba habilitado para 

resguardar el orden público e integridad de la comunidad. En estos casos donde la institución 

estatal es llamada a proteger, se podría argumentar que debe responder a los requisitos base 

de legítima defensa para evaluar su obrar. En específico, la existencia de una agresión 

ilegítima que habilite su intervención, la ausencia de provocación suficiente y la necesidad 

racional del medio empleado para tratar la agresión.  

Al analizarlo desde esta perspectiva, existía una agresión ilegítima toda vez que desde el 

inicio del estallido social se vivieron momentos de alta violencia. Se realizaron actos 

contrarios al ordenamiento jurídico, y por ende, a la protección del bien común. Estas 

conductas fueron desde evasiones al transporte público, hasta acciones que atentaban 

directamente contra bienes jurídicos resguardados por el sistema legal, como es la propiedad 

privada o la seguridad individual, realizándose múltiples saqueos, destrozos en bienes 

públicos o incendios a medios de transporte. Esto a su vez se materializó en diferentes 

pérdidas de lugares que representaban la oportunidad de empleo para diversas personas. 

Respecto a la falta de provocación suficiente, el estallido surgió inicialmente por el aumento 

en la tarifa del transporte público, aspecto que, para ser exactos, está dentro de las facultades 

del Panel de Expertos reconocido en la Ley N.° 20.378 sobre el Subsidio Nacional para el 

Transporte Público Remunerado de Pasajeros. Decisión que fue publicada en el Diario 

Oficial49, lo que reafirma que es una actuación permitida según el ordenamiento público. No 

hubo una agresión inicial por parte del Estado que haya provocado el estallido social, en 

razón que no se puede considerar que el actuar del Panel de Expertos es en sí una agresión50.   

Ahora bien, el problema surge en el análisis del requisito de necesidad de medio racional con 

el que se repele la agresión, en este caso el estallido. Aquí se presentan varios aspectos a 

considerar. El actuar defensivo del Estado se encuentra limitado a cumplir la necesidad 

racional de los medios empleados, en donde los funcionarios estatales deben responder a esta 

 
48 HEGEL, supra nota 45, p. 164, §49. 
49 Diario Oficial de la República de Chile (5 de octubre de 2019), Código CVE 1663452. 
50 Ley N.° 20.378 (2009), artículo 14.  
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exigencia en obediente vinculación con sus protocolos y directrices, mismos que establecen 

el rango de acción policial. Esto debido a que, en estos casos “la racionalidad del medio viene 

normativamente determinada: el medio racional es el que las leyes y protocolos de actuación 

obligan a utilizar”51. Es conforme a este requisito que el argumento de legítima defensa 

estatal se derriba, constituyéndose un terrorismo de Estado, toda vez que esta institución y 

sus agentes actúan aprovechándose de su poder y fuerza, no solo incumpliendo el marco 

normativo que les rige, sino que excediendo gravemente los límites del mismo. Si bien la 

regulación del uso de la fuerza en Chile es deficiente, esta debe ser respetada obedientemente 

por los funcionarios policiales a quienes se dirige especialmente la norma.  

a) Normativa y los límites para el uso de la fuerza 

El caso del Decreto N.° 1.364 refleja la deficiencia del marco regulatorio del uso de la fuerza. 

Este solo presenta tres artículos, de los cuales dos son respecto a deberes administrativos. 

Solamente el artículo 1 presenta contenido relacionado al uso de la fuerza, siendo este además 

somero. En él se presenta los lineamientos generales que se deben seguir respecto al uso de 

la fuerza en circunstancias donde haya intervención policial, señalando que dichas 

actuaciones deben ser enfocadas a “velar por la protección de la seguridad pública y los 

derechos de las personas”52.  

El Protocolo de Carabineros para el Mantenimiento del Orden Público profundiza un poco 

más su contenido. Se establecen aquí los parámetros permitidos para el uso de la fuerza en 

contextos de manifestaciones. Este se encuentra regulado en la Orden General N.° 2.635, 

emitido el 1 de marzo de 2019, en donde se clasifican cuatro tipos de movilizaciones. 

Conforme a las definiciones de cada una, las movilizaciones de octubre de 2019 se clasifican 

dentro de las “manifestaciones ilícitas violentas”, conforme a la siguiente descripción: “Es 

violenta cuando se contravienen las instrucciones de la autoridad policial y los actos 

involucren la vulneración de derechos de terceros, como sería la libre circulación por las 

vías”53. 

Para reestablecer el orden público se disponen cuatro etapas importantes, comenzando con 

la disuasión. Aquí se señala el uso de medios audibles para persuadir a los eventuales 

infractores de que acaten las órdenes. Después en la etapa de despeje se ordena el uso de 

medios humanos o logísticos para retirar del lugar a los manifestantes. Cabe destacar que no 

se explica qué se entiende por estos dos tipos de medios señalados. Por tanto, no se puede 

distinguir cuál sería el límite exigido para conducta de un funcionario que utiliza, por 

ejemplo, su fuerza corporal contra un manifestante.  

En la etapa de dispersión se incorpora el uso de carros lanza agua de Carabineros, y en caso 

de no lograr el objetivo con estos, se habilita también el uso de vehículos tácticos de reacción. 

En esta etapa además se señala que “El personal participante en las operaciones policiales 

evitará intervenir de forma indiscriminada, distinguiendo entre manifestantes violentos y 

personas que participan pacíficamente de la manifestación”54, de modo que, pareciera ser 

 
51 TERRADILLOS (2016) citado en TORRES FIGUEROA, A. (2023), p. 282. 
52 Decreto N.° 1.364 (2018), artículo 1.  
53 Orden General N.° 2.635 (2019), p. 10. 
54 Ibidem, p. 11. 
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posible la realización de una manifestación ilícita con presencia no violenta, categoría que 

no existe en el Protocolo. Como último paso está la detención, para casos donde existan 

hechos que revistan el carácter de delito. Para su procedimiento solo se señala que se 

permitirá el uso de la fuerza y técnicas de reducción que resulten estrictamente necesarias. 

No obstante, no se puede desconocer que esto entrega la facultad de valorar subjetivamente 

qué entiende el agente policial por “necesario” en ese momento. En otras palabras, no se 

dispone de una orden objetiva y clara, sino que arbitraria y parcial que podría habilitar la 

realización de abusos. 

El uso de la fuerza también se encuentra regulado en la Circular N.° 1.832, donde se señala: 

La fuerza sólo debe aplicarse cuando sea estrictamente necesaria y en la medida 
requerida para el desempeño de las funciones policiales, de modo tal que personal de 
Carabineros en el cumplimiento de sus tareas profesionales deben aplicar, en la medida 
de lo posible, medios no violentos antes de recurrir al uso de la fuerza, tales como la 
utilización de tácticas de persuasión, negociación y mediación, y sólo cuando fuera 
necesario, emplear la fuerza mediante la utilización de los elementos o la adopción de 
las acciones de manera gradual y proporcional para el logro de sus objetivos55. 

Además se indican los medios y niveles en que se debe emplear la fuerza, estableciendo aquí 

cinco niveles en el tratamiento policial, pasando desde casos de colaboración hasta 

circunstancias en donde se deba actuar frente agresiones activas.  

Es característico en los tres documentos la generalidad en las descripciones del actuar 

policial, aspecto que afecta directamente a la ciudadanía para protegerse frente posibles 

abusos policiales, al desconocer cuál es el límite permitido y cuándo una conducta de los 

funcionarios estatales supera el uso legítimo de la fuerza conferida. Pese a esto y a que la 

documentación mencionada era vigente y actual al momento del estallido56, estas no fueron 

respetadas para repeler las manifestaciones. El que la normativa sea deficiente no libera al 

Estado y a sus agentes de respetarla íntegramente57.  

Asimismo, tampoco se respetaron los principios internacionales que cimentan las bases del 

uso de la fuerza legítima, tales como el principio de legalidad, de necesidad y 

proporcionalidad58. El principio de legalidad y de necesidad señalan que “el uso de la fuerza 

se justifica con base en un objetivo legítimo y en un marco regulatorio que contemple la 

forma de actuación en dicha situación”59, agregando que “el uso de la fuerza debe limitarse 

a la inexistencia o falta de disponibilidad de otros medios para alcanzar un objetivo 

legítimo”60. En coherencia con las directrices de Carabineros de Chile, sí existían otros 

medios determinados para el cumplimiento de la finalidad, además de un sistema de niveles 

según la gravedad de la situación que habilita diferentes métodos de dispersión. No obstante, 

esto no fue respetado, ya que se recurrió directamente a medios violentos para abordar las 

 
55 Carabineros de Chile Dirección General, Circular N.° 1.834 (2019), p. 2. 
56 En orden cronológico, el Decreto N.° 1.364 es de diciembre de 2018. La Circular N.° 1.832 y la Orden 
General N.° 2.635 son ambos del 1 de marzo de 2019. 
57 Hay que recordar que, los empleados públicos sólo se encuentran habilitados a realizar lo que se les pide 
expresamente por el ordenamiento normativo, por ende, cualquier conducta que excediera los parámetros de 
estos tres documentos constituía una actuación ilegítima por parte de la fuerza estatal. 
58 Principios reconocidos y regulados por los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de 
Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, de las Naciones Unidas.  
59 Amnistía Internacional (2020), p. 16. 
60 Ídem. 
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protestas, sin ser una actuación progresiva y escalonada como el mismo Protocolo exige. Esto 

presenta desde el inicio un uso desproporcionado de la fuerza, vulnerando a su vez el 

principio de proporcionalidad y moderación para el actuar de funcionarios policiales. Las 

máximas de la experiencia demuestran la asimetría que existe en las protecciones y 

equipamiento con las que cuentan las policías en contraposición a las que podría acceder una 

persona o un grupo de civiles, incluso si estos actúan de forma violenta. Es también por esta 

asimetría de poder que se les exige a las fuerzas policiales actuar con razonabilidad en el 

empleo de la fuerza.  

En el caso concreto del estallido social se utilizó el argumento de legítima defensa y 

protección de la seguridad nacional como herramienta para proyectar hacia los manifestantes 

la responsabilidad por las actuaciones estatales, aspecto que permitía justificar el uso, y 

abuso, de la fuerza. Esta táctica, sumada a la ineficaz regulación normativa en esta área, 

dificultó el poder discernir en el periodo inmediato de los hechos cuáles eran los límites 

permitidos en la actuación policial versus la utilización de la violencia como medio para 

conseguir un fin específico, elemento propio del terrorismo de Estado. 

El terrorismo de Estado conlleva la autoría estatal en el uso sistemático planificado e 

ilegítimo de la violencia, el cual está dirigido intencionalmente contra la población civil61. El 

empleo de la violencia responde a la finalidad de establecer un miedo generalizado, silenciar 

a las disidencias y mantener el poder concentrado en el Estado. Olloqui frente a esto señala 

que “en el terrorismo de Estado se emplea el poder del gobierno para eliminar a un individuo 

o a un grupo en particular con fines políticos”62. Esto se ve materializado en el estallido, 

debido a que, desde su origen se buscó desmotivar y desarticular la creciente fuerza social 

que protestaba ante las medidas políticas y el sistema imperante. En esta línea, se desarrolló 

una narrativa para dividir a la ciudadanía, en donde el Presidente de la República, Sebastián 

Piñera Echeñique, posicionó a los manifestantes como antagónicos de la paz, los derechos 

sociales y la libertad63, con el propósito de plantear la existencia de un enemigo infiltrado en 

la sociedad civil64.  

Esta estrategia oculta objetivos concretos importantes a destacar. Por un lado, mediante el 

abuso en el uso de la fuerza, y las múltiples violaciones a derechos humanos, se busca orillar 

al abandono de la protesta, reduciendo por la fuerza a los opositores, ya sea de modo total o 

parcial, afectando la integridad y vida de estos. A su vez, se emplea con un propósito 

indirecto, elemento que se conoce como la “fuerza simbólica”65. La realización de conductas 

agresivas se utiliza para enviar un mensaje a terceros, no involucrados en las manifestaciones, 

de abstenerse de unirse a estas, persuadiéndoles a través del miedo. Por último, toda esta 

estrategia cimenta las bases para construir la táctica de proyección-negación, estigmatizando 

al adversario (manifestantes) como un peligro interno. 

 
61 CARNEVALLI RODRÍGUEZ, R. (2015), p. 204. 
62 OLLOQUI, J. (2003), p. 50. 
63 Prensa Presidencia, supra nota 32. 
64 Véase GARZÓN VALDÉS, E. (1989), p. 38. 
65 MAÑALICH (2023), p. 150. 
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b) Cifras y casos del terrorismo estatal  

El intento para eliminar la disidencia política existente con el estallido se puede evidenciar 

en distintas actuaciones. A modo de ejemplo, funcionarios de policía utilizaron municiones 

letales y no letales para combatir a los protestantes durante las manifestaciones en 

contrariedad de lo establecido en el Protocolo para el Mantenimiento del Orden Público. Así 

también, no se respetó la indicación de distinguir entre manifestantes pacíficos y violentos, 

pues los disparos policiales fueron dirigidos contra la masa social sin hacer distinciones, en 

un actuar errático de su parte. Como consecuencia de esto, se afectó a personas que no se 

encontraban participando de las manifestaciones, como es el caso de Fabiola Campillai. La 

ahora senadora fue víctima del actuar estatal desenfrenado cuando se dirigía a su trabajo, 

siendo alcanzada por una lacrimógena mientras esperaba en un paradero, artefacto que le 

produjo la pérdida definitiva de ambos ojos66. 

El empleo desmedido de armas letales y no letales se refleja también en las cifras de cartuchos 

utilizados tan solo en las primeras dos semanas de protestas, dado que “Carabineros había 

disparado 104.341 cartuchos calibre 12 con sus escopetas antidisturbios, los que contenían 

un total de 1.252.092 perdigones”67. Cifras que contrastan importantemente con el número 

de cartuchos manejado en octubre de 2018, donde tan solo se consumieron 97 municiones68. 

Asimismo, no se limitó el uso de balines de goma hasta que se cuestionó la composición de 

la munición69.  

En consideración a las tácticas de dispersión masivas, estas fueron mucho más intensas de lo 

permitido. Un ejemplo de esto son las consecuencias corporales que provocó el líquido del 

carro lanza aguas. Si bien este método de dispersión está habilitado y puede contener solo 

agua o una mezcla de agua con líquido lacrimógeno70, existen casos donde se registraron 

quemaduras por el contenido utilizado en estos. En diciembre de 2019, frente a esta 

preocupación, expertos de salud se presentaron en la Comisión de Derechos Humanos del 

Senado cuestionando la composición del agua que se utilizó durante las movilizaciones. Por 

parte de Carabineros se responde a esta preocupación con la declaración de Carla Hidalgo, 

perito químico, quien señaló que sí encontró un elemento químico en el agua del carro 

lanzaguas de las policías; sin embargo, “aseguró que a través de un estudio comprobaron que 

su presencia causaría daños sólo cuando estuviese muy concentrado o cuando permanezca 

por tiempo prolongado en la piel”71. Es la misma respuesta de la perito la que da la razón de 

por qué existe este tipo de consecuencias físicas. Está de más aclarar que las jornadas de 

protesta eran extensas, durando la mayor parte del día e incluso muchas veces llegando hasta 

altas horas de la noche, donde Carabineros ocupaba de forma reiterada el carro lanza agua. 

Por tanto, en estos espacios de protestas y represión sí existía una exposición prolongada a 

los químicos, tanto en el ambiente como en la piel, además de un mal manejo del método de 

dispersión.  

 
66 Véase TORO AGURTO, I. (27 de enero de 2020); JARA, I. (31 de agosto de 2020); ARELLANO, J. (16 de octubre 
de 2024). 
67 WEIBEL BARAHONA, M. & JARA, M. (2020). 
68 Ídem. 
69 Colegio Médico de Chile (25 de octubre de 2019). 
70 Orden General N.° 2.635 (1 de marzo de 2019), p. 12. 
71 T13 (9 de diciembre de 2019). 
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El mismo INDH constató el uso indiscriminado de las lacrimógenas, señalando que se vieron 

afectados niños, niñas y adolescentes, y también de adultos mayores72, actuar que no se 

condice con el empleo racional de la fuerza toda vez que afectó a la totalidad de las personas, 

y no a quienes, bajo la lógica de la legítima defensa estatal, estarían cometiendo las 

agresiones ilegítimas en las manifestaciones. 

En materia de detenciones, también se mal utilizó este medio para desmantelar el estallido. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) observó que “desde el inicio de 

las movilizaciones se llevaron a cabo al menos 23.274 detenciones, que derivaron en 

audiencias de control de detención, y al menos 1.615 personas estarían en prisión 

preventiva”73, mostrando gran preocupación por el aumento en este tipo de actuaciones. 

Asimismo, en su informe recordó al Estado chileno que “el uso de la fuerza acarrea 

obligaciones específicas a los Estados”74, invocando el deber de regulación que los países 

tienen respecto al uso de la fuerza, debiendo esta ser clara y efectiva, crítica que ya abarcamos 

anteriormente.  

De este modo, se puede apreciar que hubo una tendencia a realizar detenciones masivas 

indiscriminadas. Resulta preocupante que una herramienta de control y seguridad legal 

termine siendo utilizada como un mecanismo de limpieza de las calles y espacios públicos, 

disfrazándolo como un medio para tratar y disuadir las protestas sociales. Esto, frente al 

derecho internacional y los principios reguladores del uso de la fuerza, es evidentemente un 

abuso de las facultades policiales, y para nada responde a las exigencias normativas respecto 

al comportamiento policial. 

Ahora bien, por otra parte el terrorismo, conforme a la ley que estaba vigente al momento de 

los hechos, señala que se constituirán delitos de terrorismo cuando:  

[…] el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de 
ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la 
naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un 
plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea 
porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle 
exigencias75. 

A esto hay que agregar, aunque parezca obvio, que el sistema normativo, y las normas de 

conducta penal, son de aplicación general a todas las personas en territorio nacional y esto 

incluye a funcionarios públicos y Carabineros de Chile. Por lo que, la realización de delitos 

por parte de los agentes estatales en el ejercicio de su cargo responde, por una parte, a un 

evidente exceso en la defensa estatal, pero por sobre todo constituye la descripción de 

terrorismo que la ley emplea. No se puede separar del marco racional para el uso de la fuerza 

la prohibición a cometer delitos. Entre las conductas delictivas realizadas por agentes 

estatales se encuentran lesiones, apremios ilegítimos, e incluso homicidios, entre otros tipos 

penales, los cuales fueron denunciados durante el estallido. Según el INDH las víctimas de 

violencia estatal de este periodo rondan las 3.777 personas, de las cuales 220 tuvieron algún 

 
72 Instituto Nacional de Derechos Humanos (2023), p. 279. 
73 Organización de los Estados Americanos (OEA), (31 de enero de 2020). 
74 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2022), p. 75, § 231, en relación a la Sentencia del Caso 
Atenco vs México de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (28 de noviembre de 2018), párr. 161. 
75 Ley N.° 18.314 (1984), artículo 1 inciso 1. 
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tipo de trauma ocular, 82 con resultados de pérdida de visión76. El caso de Gustavo Gatica 

sirve como demostración de este actuar delictual por parte de las policías chilenas, en razón 

de que fue víctima de mutilación en sus dos ojos, perdiendo la totalidad de la visión en estos77. 

Otro ejemplo es el caso del exsuboficial de Carabineros Luis Antonio Castillo Fernández, a 

quien el lunes 18 de agosto de 2025 se le condenó a once años de presidio por agredir a la 

menor de catorce años durante el estallido social. Este utilizó su luma de servicio para 

lesionar a la víctima en el cráneo, causándole afecciones permanentes a la víctima, quedando 

con ceguera total en el ojo derecho y pérdida parcial en el izquierdo78. No resulta de ningún 

modo racional el empleo de la fuerza contra un menor, no solo considerando la diferencia de 

fuerza que existe entre el funcionario y la víctima, sino también por la utilización de golpes 

con un objeto contundente en la cabeza de la afectada. Es completamente desmedido y 

cuestionable que se considere a niños, niñas o adolescentes como un peligro que deba ser 

blanco de las represiones estatales, esto carece de toda razón, y solo representa el actuar 

policial sesgado por el objetivo perseguido con el terrorismo de Estado.  

El marco internacional es tajante con este tipo de actuaciones. El artículo 7 de los Principios 

Básicos sobre el Empleo de la Fuerza señala la obligación de los Estados por adoptar “las 

medidas necesarias para que en la legislación se castigue como delito el empleo arbitrario o 

abusivo de la fuerza o de armas de fuego por parte de los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley”79, aspecto que, dada la gran cantidad de causas cerradas, se podría argumentar 

que no se ha cumplido. Para abril de 2025 se registraba un 90,9% de las causas del estallido 

social cerradas, siendo 69,3% por una vía no judicial80, tomando los primeros puestos el uso 

del archivo provisional seguido por la decisión de no perseverar. Es propio del terrorismo de 

Estado instrumentalizar el ordenamiento y marco jurídico con el fin de “garantizar y perpetrar 

la impunidad”81.  

Por otro lado, el artículo 8 del mismo instrumento internacional prohíbe a los Estados a 

excusarse con motivos de inestabilidad política interna para aplicar excepciones a los 

principios universales para el empleo e la fuerza82. Por consiguiente, el Estado de Chile no 

puede buscar justificación en la contingencia social de octubre para abusar, exceder y 

cometer delitos contra la población civil.   

El Estado tiene que regirse por el principio de responsabilidad de la autoridad, teniendo que 

rendir cuentas por sus acciones u omisiones, además de asumir las consecuencias legales que 

sus actitudes y gestiones conllevan. Esto se alinea al artículo 6 de la CPR, y el artículo 8 

inciso 1 del mismo cuerpo normativo el cual señala “El ejercicio de las funciones públicas 

 
76 Instituto de Derechos Humanos (18 de octubre de 2023). 
77 Véase TORO AGURTO, I. & TORO GÓNGORA, P. (30 de noviembre de 2019); JIMÉNEZ DE LA FUENTE, F. (24 
de agosto de 2020). 
78 PALMA, S. & MOREL, A. (18 de agosto de 2025); ÁVILA MUÑOZ, N. (18 de agosto de 2025); Véase también 
PALMA, S (27 de abril de 2021). 
79 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley (1990), artículo 7. 
80 Acción Cívica contra la Corrupción (21 de abril de 2025). Véase también SALAS, Emilia. (25 de abril de 
2025). 
81 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2023), Resolución 3/23-Doc. 321, p. 1. 
82 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley (1990), artículo 8. 
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obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus 

actuaciones”83. Para a esto deben respetar de modo absoluto la normativa relacionada a las 

garantías y derechos humanos. En Chile, esta materia se encuentra reconocida de forma 

directa en la Constitución nacional, Decretos N.° 808, 873 y 104, y Ley N.° 20.357. La 

existencia de estos lineamientos, en conjunto con el marco normativo internacional, da por 

establecido que la institución estatal actuó en conocimiento de la gravedad de las acciones 

que estaba realizando. A modo de demostración de este punto, resulta relevante mencionar 

el audio grabado por la cámara corporal del exteniente coronel Claudio Crespo, donde 

amenaza un manifestante detenido, traído hacia él por otros dos carabineros, indicándole 

“cagaste, flaco, cagaste. Te vamos a sacar los ojos culiao. ¿Escuchaste o no?”84.  

En directa relación con este principio, es adecuado recordar la acusación constitucional 

realizada contra Andrés Chadwick Piñera el 5 de noviembre de 2019, quien hasta el 28 de 

octubre ocupaba el cargo de Ministro del Interior y de Seguridad Pública85 en el gobierno de 

Sebastián Piñera. Dicha acusación surge por el incumplimiento del ministro frente a su deber 

constitucional para resguardar los derechos garantidos en la Constitución, al no tomar 

medidas eficaces que logren evitar el abuso y uso desproporcionado de la fuerza, y por tanto, 

prevenir las múltiples violaciones a los derechos humanos que se estaban realizando durante 

el estallido social86. El 28 de noviembre se realizó el debate de admisibilidad87, el cual fue 

aprobado, pasando a tramitación del Senado el día 3 de diciembre. De modo que, el veredicto 

final se realizó el día 11 de diciembre, donde, por votación del Senado, se aprueba la 

acusación constitucional contra Chadwick, encontrándolo culpable de haber infringido 

gravemente la Constitución y las leyes al omitir adoptar medidas eficaces para detener las 

violaciones graves a los derechos humanos, y también, por participar en la declaración del 

Estado de Emergencia afectando derechos no contemplados en dicho Estado Constitucional 

de Excepción88. Conforme al ordenamiento chileno, Andrés Chadwick Piñera fue 

inhabilitado para desempeñar cargos públicos durante un periodo de cinco años.  

En concreto, se puede hablar de terrorismo de Estado en las actuaciones de los agentes 

institucionales porque no solo hubo un evidente exceso del límite en el uso de la fuerza, sino 

que además se incurrió en la comisión de delitos direccionados a la población civil, sumado 

a la realización de crímenes de lesa humanidad, con el objetivo de infundir el miedo y así 

impedir un avance social que podría atentar contra el interés personal del Estado.  

Respecto a la comisión de crímenes de lesa humanidad durante la crisis social, un ejemplo 

son los casos de grave violencia sexual89. En el Informe Anual sobre Derechos Humanos en 

Chile de 2024 se expone un caso de desnudamiento donde el sujeto activo es una funcionaria 

de carabineros. Sin embargo, en este mismo documento se señala la dificultad que la víctima 

 
83 Constitución Política de la República (2005), artículo 8 inciso 1.  
84 TORO, P. & MIRANDA, B. (28 de abril de 2025). 
85 Véase Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, “Historia de la Acusación Constitucional de Andrés 
Chadwick Piñera”, https://www.bcn.cl/laborparlamentaria/acusaciones-constitucionales/acusacion-
constitucional/35 . 
86 Cámara de Diputados de la República de Chile (5 de noviembre de 2019) Trámite Oficio: Sesión Ordinaria 
N.° 100, pp. 1-2. 
87 Cámara de Diputados de la República de Chile (28 de noviembre de 2019), Legislatura 367, Sesión 115; 
Senado de la República de Chile (28 de noviembre de 2019), Trámite Oficio: Sesión Especial N.° 78. 
88 Senado de la República de Chile (11 de diciembre de 2019), Trámite Oficio: Sesión Especial N.° 123.  
89 Esta modalidad de crimen se encuentra reconocida en el artículo 7 letra g) del Estatuto de Roma. 

https://www.bcn.cl/laborparlamentaria/acusaciones-constitucionales/acusacion-constitucional/35
https://www.bcn.cl/laborparlamentaria/acusaciones-constitucionales/acusacion-constitucional/35


21 

 

ha tenido para que se realice el juicio a su causa, toda vez que el sistema de justicia ha sido 

importantemente dilatado, fijando recién la formalización para julio de 2024, “ad portas del 

plazo de prescripción”90. La falla por parte del sistema para el agredido es mayor, ya que, la 

funcionaria ya fue considerada responsable como producto del sumario interno en su contra, 

situación que incluso entrega un trabajo más avanzado a la justicia, toda vez que los hechos 

denunciados ya se encuentran comprobados y hasta sancionados administrativamente91. 

Para profundizar el cómo a través del terrorismo de Estado se violó derechos humanos 

fundamentales durante el estallido, nos centraremos en la comisión de torturas durante el 

periodo de conflicto social.  

c) Análisis de sentencia de tortura en el estallido social 

Existe diversa normativa internacional que rechaza categóricamente la realización de este 

crimen, como es la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 7, la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos artículo 5 N.° 2 y el Estatuto de Roma en 

su artículo 7 N.° 1 letra f). En Chile también se encuentra prohibido conforme al Decreto N.° 

808, la Ley N.° 20.357, y al Código Penal artículos 150 A, B y C. No obstante este extenso 

marco normativo, durante el estallido social se realizaron 582 torturas, según las últimas 

cifras del INDH92. 

En este apartado se revisará la Sentencia RUC 2010038836-8/ RIT 60-2024, que condenó a 

los Carabineros Nicolás Andrés Neira Duran y Gustavo José Andrés Ferrada Vásquez por la 

comisión de tortura en el ejercicio de su cargo en contra de Renzo Paolo Fuentealba Saldivia.  

Los hechos surgen el día 31 de enero de 2020, donde, ante un altercado verbal en el transcurso 

de un control de identidad, se detiene a Renzo Paolo Fuentealba Saldivia al interior de la 

estación de metro Universidad de Chile, este encontrándose en el suelo. Aquí comienza la 

sucesión de actos constitutivos de tortura, empezando por golpearlo con el bastón de servicio 

mientras lo detenían, pese a su movilización reducida por encontrarse contra el suelo. Le 

propician un puntapié en la cara, agresión que le genera una fuerte fractura nasal que refleja 

sangrado al levantarlo. En el transcurso hacia la comisaria, los Carabineros realizaron 

amenazas de agresiones, fuertes torceduras en los dedos de la víctima, y maniobras de asfixia 

contra Renzo Fuentealba, todo esto en un empleo colaborativo de las acciones. Ferrada 

sostenía a Renzo Fuentealba, mientras Neira Duran lo ahorcaba repetidas veces, hasta que la 

víctima perdía la respiración, para luego soltarlo y repetir el acto desde el inicio93. 

Posteriormente, ambos funcionarios, en conocimiento de encontrarse ocultos tras un retén 

móvil, balancearon y azotaron a la víctima contra un portón ubicado en las cercanías de la 

 
90 Centro de Derechos Humanos (2024), p. 46. 
91 Ídem. 
92 Instituto de Derechos Humanos (18 de octubre de 2023). 
93 Renzo Fuentealba Saldivia con Gustavo Ferrada Vásquez y Nicolás Neira Durán (2024): 4° Tribunal de 
Juicio Oral en lo Penal de Santiago, 26 de agosto (Torturas cometidas por funcionarios públicos). Acta de 
lectura de sentencia. Código de búsqueda RUC 2010038836-8/ RIT 60-2024, p. 66. En el acta se declara de la 
siguiente forma: “estos ahorcamientos, provocados por ambos porque, claro, lo estaba ejecutando directamente 
el teniente Neira Durán, pero también estaba participando, sosteniendo, el carabinero Ferrada, es decir, los dos 
estaban participando”. 
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Primera Comisaría de Carabineros de Santiago, tomándolo por las extremidades de su 

cuerpo, lesionando el hombro de Fuentealba Saldivia por esta actuación. Por último, ubicados 

al interior de la comisaría se insultó y humilló a la víctima, quien se encontraba rodeado de 

distintos Carabineros. Obligando a Fuentealba Saldivia a arrodillarse, le aplicaron maniobras 

de torceduras en sus brazos, levantando e inclinando con fuerza sus extremidades superiores 

hacia atrás de su cuerpo. Asimismo, se obligó a otro detenido a que mordiera a Renzo 

Fuentealba, aspecto motivado solo para humillar a la víctima, intensificando así el ambiente 

de abuso de poder y el daño físico y psicológico de la víctima.  

Las consecuencias físicas de estas acciones fueron constatadas por el Servicio de Atención 

Primaria de Urgencias, donde se señaló la existencia de múltiples lesiones, además de la 

fractura nasal. 

Conforme al análisis normativo del caso, el artículo 150 A del Código Penal chileno (en 

adelante CP), describe tortura como: 

[…] todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, 
ya sean físicos, sexuales o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información, 
declaración o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se le impute haber 
cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona, o en razón de una discriminación fundada 
en motivos tales como la ideología, la opinión política, la religión o creencias de la víctima; la 
nación, la raza, la etnia o el grupo social al que pertenezca; el sexo, la orientación sexual, la 
identidad de género, la edad, la filiación, la apariencia personal, el estado de salud o la situación 
de discapacidad 

Se entenderá también por tortura la aplicación intencional de métodos tendientes a anular la 
personalidad de la víctima, o a disminuir su voluntad o su capacidad de discernimiento o decisión, 
con alguno de los fines referidos en el inciso precedente. Esta conducta se sancionará con la pena 
de presidio menor en su grado máximo.94 

Los elementos de intencionalidad, gravedad del sufrimiento empleado y finalidad específica 

se cumplen en el caso concreto, y así lo determinó el 4° Tribunal de Juicio Oral en lo Penal 

de Santiago. Esto en razón de que se comprobó la realización de acciones deliberadas que 

material y fácticamente generaron graves sufrimientos en la víctima. En términos de finalidad 

perseguida, se relacionó a la intención de castigar al afectado, comprendiendo que las 

actuaciones ejecutadas fueron en desquite del actuar que este tuvo con los funcionarios al 

inicio de los hechos95. Respecto a la severidad del sufrimiento causado, los sentenciadores lo 

valoraron respecto al criterio expuesto por la CIDH en Bueno Alves vs. Argentina96, 

determinando que existió efectos mentales y físicos, tales como fractura y desplazamiento de 

huesos nasales, además de miedo, insomnio y sensación de indefensión en la víctima. 

Asimismo, se constató un evidente desequilibrio de poder, tratándose de un actuar conjunto 

entre seis diferentes Carabineros, cumpliendo el tipo penal completo solo Nicolas Neira 

Durán y José Ferrada Vásquez. Finalmente, el razonamiento empleado en la condena fue el 

siguiente:  

 
94 Código Penal (1874), artículo 150 A inciso 3 y 4. 
95 Renzo Fuentealba Saldivia con Gustavo Ferrada Vásquez y Nicolás Neira Durán (2024): 4° Tribunal de 
Juicio Oral en lo Penal de Santiago, 26 de agosto (Torturas cometidas por funcionarios públicos). Acta de 
lectura de sentencia. Código de búsqueda RUC 2010038836-8/ RIT 60-2024, p. 8 y 71. 
96 El considerando 83 de la Sentencia Caso Bueno Alves vs. Argentina (11 de mayo de 2007) señala que en la 
evaluación de severidad se tomarán en cuenta factores endógenos y exógenos. Donde los primeros responden a 
las características del trato y el modo en que se ejecutó, además de la duración que este tuvo. El segundo criterio 
refiere a las condiciones y circunstancias propia de la persona que padeció los sufrimientos. Véase, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (11 de mayo de 2007), Sentencia Caso Bueno Alves vs. Argentina. 



23 

 

Se concluyó por estos sentenciadores, que los hechos no se subsumen solo en el delito 
de apremios ilegítimos, como hubiese sido si únicamente la víctima hubiese sido 
agredida con el puntapié en la cara al momento de su detención, sino que fueron las 
demás acciones cometidas por los acusados, lo que denotan la gravedad de los hechos, 
que fueron ocasionados con la finalidad de anular la personalidad de la víctima, quien 
ya en cautiverio, fue sometida innecesaria e injustificadamente a padecimientos que no 
se pueden catalogar como simples apremios ilegítimos, tanto por encontrarse el ofendido 
ya detenido y custodiado por varios agentes policiales, como por la cantidad de acciones 
destinadas a causarle dolor y angustia97. 

Es relevante señalar, a modo de cierre, la preocupante defensa que se buscó establecer por 

parte del abogado de Ferrada para derribar la hipótesis de tortura, señalando como baremo 

de tortura lo acontecido en Villa Grimaldi. Frente a esta argumentación, el querellante del 

INDH rechazó el intento de criterio que se buscaba plantear. En esta línea, los jueces también 

rechazaron el estándar presentado, que cabe destacar, significaba desconocer las actuaciones 

policiales como constitutivas de tortura. En la sentencia esto se reflejó en el argumento de 

los jueces que indica: 

[…] el baremo propuesto por la abogada del acusado Ferrada en cuanto tortura es lo 
acontecido en Villa Grimaldi en la época de la dictadura cívico militar, no puede ser 
considerado en un estado democrático y de derecho como es Chile en la actualidad, por 
lo mismo el baremo se construye tomando como base el respeto de la dignidad de las 
personas por todos sus habitantes y en el ámbito en el cual cada integrante de este país 
se desenvuelva, debiendo considerarse caso a caso si la infracción a estas normas, 
teniendo presente las particularidades de la situación y a las consideraciones de víctima 
y victimario, constituyen tortura u otras de las figura98. 

Asimismo, retomando las directrices estatales sobre el uso de la fuerza, el Decreto N.° 1.364 

en su artículo 1 N.° 7 señala expresamente la prohibición de emplear la fuerza contra personas 

detenidas, sin embargo, esta ordenanza no se respetó en el caso de Fuentealba Saldivia, 

recurriendo al uso de la fuerza para degradar, humillar y agredir a la víctima, pese a que esta 

no significaba un peligro contra la seguridad de los funcionarios o transeúntes.  

Con el caso de Renzo Fuentealba Saldivia se puede evidenciar lo que en realidad fue una 

serie de abusos en el ejercicio de la fuerza durante el estallido social, además de la comisión 

de delitos cometidos contra la población civil.  

Como se ha apreciado en este capítulo, la violencia infligida no ha sido aislada o accidental, 

por el contrario, responde a una organización específica con una estrategia calculada, la 

utilización del terrorismo estatal para infundir miedo y desincentivar a la disidencia social. 

La conexión entre los abusos de la fuerza, los delitos cometidos por funcionarios y el 

terrorismo de Estado es, por tanto, ineludible. La impunidad con la que operaron los agentes 

del Estado perpetúa el ciclo de violencia, contaminando incluso el camino postcrisis social. 

La lucha por la justicia y la protección de los derechos humanos debe ser una prioridad 

ineludible para cualquier sociedad que aspire a ser democrática y respetuosa de la dignidad 

humana. Es solo a través del reconocimiento de estos abusos y la rendición de cuentas que 

se podrá avanzar hacia un futuro donde la violencia institucionalizada sea erradicada y los 

 
97 Renzo Fuentealba Saldivia con Gustavo Ferrada Vásquez y Nicolás Neira Durán (2024), supra nota 95, pp. 
116-117. 
98 Ibidem, p. 116. 
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derechos de todos los ciudadanos sean respetados, marcando con esto, un importante 

precedente y garantía de no repetición. 

5. MECANISMOS DE JUSTICIA TRANSICIONAL A PROPÓSITO DE LAS VIOLACIONES A LOS 

DERECHOS HUMANOS 

En el ámbito de la justicia transicional, el estallido social chileno de 2019 generó una 

imperiosa necesidad de implementar respuestas para abordar la reparación social, además de 

la búsqueda de justicia. Este acápite radica en analizar los diversos mecanismos de transición 

que emergieron en Chile tras dicho periodo. Cabe destacar que tales procesos, sin ser 

denominados formalmente como “justicia transicional”, han buscado, por un lado, abordar la 

justicia mediante procedimientos judiciales y normativos, y, por otro lado, construir una 

verdad objetiva, orientada a la rendición de cuentas, a fin de poder avanzar con esto en la 

reconstrucción del tejido social a través de medidas de reparación. El ACNUDH contempla 

en la justicia transicional una importante herramienta para consolidar la paz, a su vez, que lo 

reconoce como un desafió al tener que entender y reconocer la especificidad del contexto en 

que se trabaja. Por tanto, es relevante recalcar que las diferentes acciones que se utilicen 

responden a las distinciones de cada contexto y las exigencias que surjan de este99. 

Es en función a esta razón, que en este acápite nos enfocaremos en Agenda Integral de 

Verdad, Justicia y Reparación y el Plan de Acompañamiento y Cuidado para Sobrevivientes 

de Trauma Ocular (denominación en sigla como PACTO). También, en esta línea, se revisará 

la Ley Naín-Retamal, promulgada en 2023, y cómo ha sido su influencia en los casos 

judiciales del estallido social. Por último, se dará una revisión breve al significado que 

tuvieron los procesos constituyentes en los mecanismos de justicia transicional. 

a) Agenda Integral de Verdad, Justicia y Reparación 

En mayo del año 2022 el presidente Gabriel Boric Font presentó la Agenda Integral de 

Verdad, Justicia y Reparación dirigida a las víctimas del estallido social. Dicha agenda 

contemplaba tres ejes. En primer lugar, se buscaba promover un proyecto de ley para asegurar 

una persecución penal especializada en Derechos Humanos. Asimismo, se establecía como 

fin aumentar los recursos destinados al Servicio Médico Legal, además de realizar los 

Protocolos de Estambul pendientes en Chile. El segundo eje se enfocaba en la reparación. En 

este sentido, se estableció la creación de la Mesa de Reparación Integral para víctimas del 

estallido social, un espacio de participación tanto para las víctimas como para sus familias, 

en conjunto con el apoyo de expertos, para promover un proceso de diálogo que permita 

construir las bases para las medidas de reparación. Por último, se planteó el eje de no 

repetición, memoria y educación. En este apartado, para su funcionamiento se creó un Comité 

Interministerial de Derechos Humanos con el fin de marcar avances en ámbitos de salud, 

formación y seguridad públicas coordinados con el reconocimiento de los derechos humanos. 

Ahora bien, la Defensoría de la Niñez ha entregado informes del seguimiento de Verdad, 

Justicia y Reparación de Derechos Humanos de NNA víctimas de violencia estatal durante 

la crisis, trabajos que evalúan la Agenda Integral de Verdad, Justicia y Reparación. En 

 
99 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Acerca de la justicia 
transicional y los derechos humanos”; Véase también Asamblea General A/RES/70/262, considerando 27. 
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octubre de 2022 se entregó el primer informe de esta institución, en donde, según la 

información del Ministerio Público, se contabiliza un número total de 2.178 NNA que fueron 

víctimas de delitos de violaciones a sus derechos humanos100, número que aumentó en 864 

casos respecto a lo declarado en 2021101. De esta cifra, el 76% de las causas se encuentra 

finalizada, siendo el 56% por motivos de haber sido archivadas provisionalmente102, aspecto 

que deja entrever el elevado número de causas terminadas por motivos de suspensión de 

investigación.  

Este fenómeno también se puede evidenciar en las cifras declaradas por el Ministerio Público, 

en donde, según el Cuarto Informe respecto del Estado de situación de las principales 

investigaciones de violencia institucional asociadas a la crisis social, se registró un total de 

casos de 10.142103 de las cuales 8.217 causas se encuentran terminadas, número que equivale 

a casi el 81% de las causas, de las cuales 4.449 son por motivos de archivo provisional, 1.136 

por decisión de no perseverar y 24 casos por sobreseimiento definitivo. Tan solo 38 causas 

lograron llegar a término por motivos de sentencia definitiva condenatoria104. Para abril del 

presente año, tras una acción de solicitud de acceso a la información por parte de Acción 

Cívica contra la Corrupción, se reveló que la cifra de causas terminadas aumentó a un 90,9%, 

en específico un total de 9.217 casos105.  

Ante esta situación es inevitable cuestionarse si este medio de reparación y reconocimiento 

está siendo suficiente para transitar hacia la justicia posconflicto o no. Pareciera ser que la 

magnitud de las cifras y entidades relacionadas terminó por obstaculizar el camino hacia 

poder estudiar cada caso con la dedicación que estos requieren. Queda reflexionar ante cuáles 

son las razones por las cuales se terminan adoptando este tipo de cierre en causas con este 

nivel de gravedad en vez de que se llegue hasta el final del proceso, con el debido 

reconocimiento del daño y resarcimiento a las víctimas. Pese a esta situación, no es correcto 

ignorar la importancia que esta Agenda tiene, por tanto, se procede a destacar el número, 

aunque menor, de causas que efectivamente llegaron al término del juicio penal con sentencia 

condenatoria para los acusados estatales. De un total de 3.233 querellas que el INDH 

interpuso, se obtuvo 42 sentencias condenatorias106 para julio de 2024, cifra que según el 

último Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile es de 43 sentencias condenatorias 

del total de 10.142 causas anteriormente señalado107.  

 
100 Defensoría de la Niñez (2022), p. 10.  
101 El informe presentado por la Defensoría de la Niñez del año 2021 señalaba que había un total de 1.314 
víctimas desde 18 de octubre de 2019 hasta el 5 de marzo de 2020. Véase Defensoría de la Niñez (2021), 
Informe Verdad, Justicia y Reparación p. 12. 
102 Defensoría de la Niñez (2022), p. 13. En el informe de 2021 la cifra de causas terminadas era de un 61%, 
donde el número de archivos provisionales era de 49%. Por tanto, se puede ver cómo, por un lado, aumenta el 
número de cifras de violaciones graves y sistemáticas a NNA respecto el informe de 2021 y 2022, y, por otro 
lado, hay un aumento también del número de causas cerrados por archivo provisional.  
103 Estas cifras están actualizadas, según señala el informe, con información extraída del Sistema de Apoyo para 
los Fiscales (SAF) al día 12 de enero de 2024. A su vez, en la nota 1 de dicho documento, la cifra señalada se 
conforma de los 8.508 casos recopilados por la Unidad Especializada en Derechos Humanos y los 1.634 casos 
revisados en 2023 que también constituyen denuncias de violencia estatal durante el marco del estallido social. 
Véase Ministerio Público de Chile (Trimestre 2023), Oficio DEN N.° 32-2024 Glosa N.° 10 de Programa. 
104 Ministerio Público de Chile (Trimestre 2023), p. 3.   
105 Acción Cívica contra la Corrupción (21 de abril de 2025). Véase también SALAS, Emilia. (25 de abril de 
2025). 
106 Instituto Nacional de Derechos Humanos, (18 de octubre de 2024). 
107 Centro de Derechos Humanos (2024), pp. 43-44. 
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A este reconocimiento se suma la sentencia del Tribunal Oral de Coyhaique contra Pablo 

Capetillo Contreras, funcionario con grado de coronel y prefecto de Carabineros de Aysén, 

quien fue condenado a presidio menor en su grado medio, además de una multa de 8 UTM, 

por obstrucción calificada a la investigación. Dicha sentencia de primera instancia logra 

reparar la justicia y hacer valer la verdad, dado que el coronel había ocultado deliberadamente 

material probatorio relevante que permitía exculpar a un estudiante del delito de lesiones 

graves contra un funcionario público108. 

En otra línea, el derecho internacional establece un estándar relacionado a lo que se entiende 

por la obligación de reparación integral. En función a esto, la Agenda Integral de Verdad, 

Justicia y Reparación Integral debe responder a este estándar por la obligación de 

convencionalidad. La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 63 N.° 

1 señala que las reparaciones deben disponer de medios para el restablecimiento de la 

situación previa al daño, además del desagravio de las consecuencias provocadas y el pago 

de indemnización a la parte afectada109. De este modo, si el Estado se refiere a una reparación 

integral debe cumplir la totalidad de este estándar.   

El eje primario de la agenda era la promoción de un proyecto de ley con el objetivo de 

asegurar la persecución penal especializada en Derechos Humanos, aspecto que no se ha 

cumplido110 y que, por el contrario, se han promovido procesos más cercanos a la impunidad 

de los responsables. Asimismo, hay otros factores que no son considerados por la Agenda 

del gobierno, como es, por ejemplo, el trauma o daño psicológico como elemento necesario 

a revisarse por sí mismo. En esta línea, el Dr. Gonzalo Rojas, en el desarrollo de su proyecto 

de investigación111 concluyó que “los hallazgos de este estudio confirman que, en este 

escenario –Estallido Social– ocurrió un trauma extremo”112. De este modo, la labor de 

reparación prometida debería de hacerse cargo de la recuperación y tratamiento respecto a 

los eventos de trauma psicológico, los cuales tienen “un carácter esencialmente destructivo 

y cognitivamente desorganizador para la vida”113.  

Por tanto, si bien el paso dado por el Gobierno del Presidente Boric, en su inicio, requirió de 

un importante autoanálisis como institución estatal, alejándose de la conducta evitativa que 

suele destacarse en las anteriores vulneraciones de derechos en la historia nacional. Y pese a 

que el Estado se movilizó para tomar acciones enfocadas a formar parte de la construcción 

de espacios seguros para las víctimas, reconociendo su deber ante las afectaciones. Esto no 

quiere decir que el trabajo en materia de verdad, justicia y reparación esté completado. Los 

mismos procesos impulsados en esta agenda tienen deficiencias en su realización, que 

requieren de nuevas revisiones y reajustes. Sin embargo, que existan aspectos a mejorar no 

define a este proceso de justicia transicional como un fracaso. Por el contrario, con esto se 

 
108 Véase SOTO, Francisca y MERCADO, Ian (11 de febrero de 2025); Ministerio Público Fiscalía Regional de 
Aysén (25 de noviembre de 2019); Ministerio Público Fiscalía Regional de Aysén (31 de enero de 2025). 
109 Centro de Derechos Humanos (2022), p. 65. Cabe recordar que, conforme el artículo 1 N.° 1 y 2 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, los estados parte de esta convención, entre ellos Chile, deben 
comprometerse a respetar y adoptar las medidas dispuestas en la Convención.  
110 FERNÁNDEZ, K. (18 de octubre de 2022). 
111 Proyecto denominado “Identificación de experiencias psicológicas frente al trauma maxilofacial y ocular, 
en personas víctimas de violencia de agentes del estado, en el contexto de la movilización social en chile el año 
2019 y 2020”. 
112 ESPINOSA CORTÉS, C. (6 de diciembre de 2023). 
113 ROJAS ALCAYAGA, G. & otros (2023), p. 8. 
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traza un recorrido de mejoras necesarias. Es relevante que se siga trabajando en esta 

dirección. 

b) Plan de Acompañamiento y Cuidado para Sobrevivientes de Trauma Ocular 

Durante el estallido social, y dado el ascenso en los casos de trauma ocular, el Hospital del 

Salvador tomó un papel inicial fundamental en la atención y tratamiento de las víctimas, 

debido al reconocimiento que posee en el manejo de patologías oculares traumáticas114. Es 

en la Unidad de Trauma Ocular (UTO) de este hospital donde se recibe a los primeros 

afectados oculares por el uso de perdigones; sin embargo, con el tiempo, este se ve 

sobrepasado con la cantidad de casos que requieren atención, situación que levanta la 

preocupación de la comunidad oftalmológica de Chile. A fin de exponer la grave situación 

que estaba ocurriendo, miembros de la UTO realizaron un informe respecto al trauma ocular 

y los resultados preliminares obtenidos por el trabajo de la unidad entre el 19 de octubre de 

2019 y el 02 de noviembre. En este informe se evidencia la cifra de 133 pacientes con trauma 

ocular severo, solo siendo superado en la historia por Israel entre 1987 y 1993 con 154 

casos115.  

Es en relación a esto que se impulsa como política el Programa Integral de Reparación Ocular 

(PIRO), inicialmente en el mismo Hospital del Salvador, en noviembre de 2019, la cual 

buscaría asegurar una atención gratuita para las personas que fueron víctimas de lesiones 

oculares producto de la violencia ocurrida en la revuelta social. Sin embargo, dicho programa 

fue fuertemente cuestionado durante 2019-2021, criticando su centralización en la Región 

Metropolitana, el bajo presupuesto con el que contaba y la ausencia de un enfoque integral 

de reparación, dado a que este se centraba exclusivamente en la salud ocular. A su vez, seguía 

siendo un problema la cantidad de heridos versus el personal que estaba atendiendo, en razón 

de que tan solo entre octubre de 2019 a diciembre de 2021 se ingresaron 397 casos a PIRO, 

sumando a esto aquellos casos en donde se ha atendido el trauma ocular por establecimientos 

de salud sin que se haya ingresado al programa, los cuales a dicha fecha se encontraban 

alrededor de unas 60 causas116.  

La transición al Plan de Acompañamiento y Cuidado para Sobrevivientes de Trauma Ocular 

(por sus siglas PACTO) en agosto de 2022 vendría con el reconocimiento de las deficiencias 

criticadas, planteando una política más robusta y permanente. De esta forma, se reemplaza el 

PIRO, desarrollándolo y ampliando su labor, pasando a abarcar más que el daño ocular, sino 

que se compone por un acompañamiento interdisciplinario para el paciente. Para esto, el 

programa está encargado de las gestiones y coberturas clínicas necesarias para tratar el daño 

ocular, además de las terapias paralelas, para trabajar en habilitar el funcionamiento y 

cuidado del ojo sano. Otra medida adoptada es el seguimiento permanente de las víctimas 

ingresadas al sistema.  

Este plan de reparación se encuentra incorporado a los programas del Ministerio de Salud de 

manera permanente, con el fin de, por un lado, realizar el acompañamiento completo de las 

personas inscritas en él. Pero esto también significa, por otro lado, que se marca un 

 
114 RODRÍGUEZ, A., CAMPOS, Miguel Ángel & otros (4 de noviembre de 2019), p. 2. 
115 Ibidem, p. 5. 
116 Exenta N.° 489 (1 de julio de 2022). Véase a su vez, Ministerio de Salud https://www.gob.cl/pacto/ . 

https://www.gob.cl/pacto/
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precedente necesario de reconocimiento del deber estatal de responder ante las acciones 

cometidas y los daños causados, formando parte de la solución de estos y aprendiendo de las 

exigencias que circunscriben la reparación verdadera.  

Este programa no solo entrega respuestas y reparaciones materiales dentro del corto plazo a 

las víctimas, sino que además permite que la persona que ha sido afectada pueda recuperar 

la normalidad que tenía en su vida posterior al daño generado. Permitiendo la reinserción no 

solo social, sino también laboral, mediante la construcción de prótesis diseñadas a medida 

según cada necesidad y paciente117. Si bien, el programa PACTO es consciente de la anterior 

centralización en el plan PIRO y trabaja para superarla, también hay que reconocer que las 

diferentes regiones del país solo cuentan con un sitio de servicio de salud adscrito al 

programa118. Para la Región Metropolitana existen seis lugares de atención diferentes, los 

cuales son subdivididos por las zonas, ya sea, occidente, centro, oriente, sur, o suroriente, de 

la ciudad. Por tanto, no se ha logrado superar completamente la centralización del servicio.  

A su vez, llama la atención el número de desertores del programa, dado que en 2024 un 42% 

de los pacientes adscritos a este plan no asisten al mismo, teniendo 298 causas activas, de un 

total de 511 al año 2024119.  

A modo de fortalecer PACTO, se ha ido incorporando el trabajo colaborativo del INDH en 

el plan de ayuda, con el objetivo de que se puedan gestionar casos y derivar usuarios, uniendo 

a esto una nueva arista legal en caso de ser necesario120. No obstante, la Coordinadora de 

Víctimas de Trauma Ocular (CVTO) ha señalado en diversas ocasiones el abandono y 

retrocesos de los compromisos asumidos por la agenda de reparación integral, indicando la 

deuda que existe en este tema, ya que este programa no aborda más que el ámbito de salud 

de los afectados por violencia estatal, y no contempla herramientas que permitan justicia y 

verdad más allá de lo clínico, recordando que la afectación que recayó en las víctimas es algo 

de por vida121. En esta línea, se reclama la impunidad de los actores de las mutilaciones o 

lesiones, y que queda todavía camino por construir respecto a la memoria, justicia y verdad. 

Sin embargo, no pareciera ser el programa PACTO como tal quien debería hacerse cargo de 

las demandas contra la impunidad, al ser este un espacio de reparación especializado. 

c) Ley N.° 21.560, Naín-Retamal  

La Ley N.° 21.560 surge en 2023 como producto final de la combinación de dos bosquejos 

de leyes anteriores que no llegaron a promulgarse. Ambos proyectos son propuestas que 

responden a un contexto de preocupación por la seguridad pública por parte de las personas 

y en réplica reactiva a la muerte de varios funcionarios policiales, en específico la propuesta 

“Ley Naín” por la muerte del cabo Eugenio Naín en 2020, y la propuesta “Ley Sargento 

 
117 Hospital Clínico Regional de Concepción (28 de enero de 2025). 
118 Según la página del Ministerio de Salud enfocada al programa PACTO, se presenta el servicio de salud por 
localidad, agregando el nombre del encargado/a de dicho servicio, su correo electrónico del centro de salud y 
el anexo de contacto del Ministerio de Salud relacionado a él, lo que permite, además de transparencia, mayor 
facilidad para contactar al programa y poder acceder a él. Véase el apartado del programa PACTO relacionado 
a sus lugares de atención https://www.gob.cl/pacto/lugares/ . 
119 BRAVO YUSTA, B. & LUCERO ROBLES, F. (18 de octubre de 2024). 
120 Hospital Carlos Van Buren (15 de julio de 2025).  
121 CMV (3 de agosto de 2023); PAILLAL, Bárbara (23 de febrero de 2024); SMITH, Millaray (18 de octubre de 
2024). 

https://www.gob.cl/pacto/lugares/
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Retamal” por la muerte de Carlos Retamal en 2022122. Al consolidarse la Ley Naín-Retamal, 

se realiza con el objetivo de fortalecer la protección jurídica de los funcionarios policiales y 

las Fuerzas Armadas en el ejercicio de sus funciones.  

La promulgación de esta ley trajo consigo un cambio significativo, no solo en las 

protecciones de los funcionarios, sino también en el ámbito judicial y el debido proceso123. 

A modo de ejemplo de algunas de las modificaciones, el artículo 9 de la Ley Naín-Retamal 

establece un sistema propio de determinación de las penas de los delitos de homicidio y 

lesiones donde el sujeto pasivo sea funcionarios de Carabineros, la Policía de Investigaciones 

o Gendarmería de Chile.  

Dentro de las modificaciones más importantes para el cambio que presenta esta ley en los 

procesos judiciales, se introducen los siguientes cambios al Código Procesal Penal (en 

adelante CPP). Se revisará primero el artículo 6 de la ley Naín-Retamal. En el numeral 1 de 

este artículo se modifica la disposición de la norma 7 inciso final del CPP para agregar de 

forma directa la presunción de inocencia para los funcionarios policiales, Gendarmería y 

Fuerzas Armadas. Esto debido a que señala que, en las investigaciones iniciadas por el 

Ministerio Público se considerará a los funcionarios de poder y control, en cumplimiento del 

deber de resguardo del orden público o en funciones fiscalizadoras, como víctimas o testigos, 

a menos que se les pueda atribuir participación punible124. Es curioso que hayan dispuesto 

un apartado para esta modificación, dado que en el sistema procesal penal todo imputado 

goza del principio de inocencia hasta que se demuestre lo contrario.  

El numeral 2 de este artículo modifica el artículo 124 bis CPP, dado que determina la 

prohibición de ordenar medidas cautelares que recaigan en la libertad del imputado 

funcionario, solo siendo aplicables medidas menos lesivas, además de las letras d) y g) del 

artículo 155 CPP, esto en casos de que hubieren actuado bajo la hipótesis del artículo 10 

numeral 6 del CP. Esta modificación tiene una conexión importante con la incorporación 

generada con el artículo 7 de la misma ley, sin embargo, se continuará en orden. 

En la misma línea, el numeral 3 de este artículo 6 agrega un canal directo a prisión preventiva 

para quienes cometieren delitos contra la vida o integridad física de funcionarios policiales, 

de investigación o de gendarmería. Esto toda vez que agrega al artículo 140 inciso cuarto 

CPP una nueva hipótesis de necesidad de cautela por motivos de peligro para la seguridad de 

la sociedad:  

[…]; cuando los delitos imputados consistieren en atentados contra la vida o la integridad 
física de miembros de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile, 
funcionarios de las Fuerzas Armadas y de los servicios de su dependencia o de 
Gendarmería de Chile en razón de su cargo o con motivo u ocasión del ejercicio de sus 

 
122 Véase Radio JGM (18 de abril de 2023); Biblioteca del Congreso Nacional, Historia de la Ley N.° 21.560.  
123 Agregar que en 2023, en esta línea de generar leyes que dieran mayor protección social por el aumento en 
la percepción de inseguridad, de la mano de proteger a las fuerzas policiales para garantizar a su vez también 
el primer fin, se promulgaron cuatro leyes, dentro de las cuales se encuentra la Ley N.° 21.560 que 
mencionamos. Se promulgó la Ley N.° 21.555 que tiene como fin el reforzamiento de las competencias de 
Gendarmería de Chile, además de crear el delito de extorción. La Ley N.° 21.557 que modifica el Código Penal 
con el propósito de agravar la pena del delito de secuestro. Y por último, la Ley N.° 21.556 que aumenta la pena 
del delito de porte ilegal de armas de fuego en espacios altamente concurridos. 
124 Ley N.° 21.560 (2023) artículo 6 N.° 1 en relación al Código Procesal Penal (2000) artículo 7 inciso final.  
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funciones, que tengan asignada una pena igual o superior a la de presidio menor en su 
grado máximo en la ley que los consagra125. 

A su vez, esta ley incorpora modificaciones al CP. El artículo 7 en su primer numeral agrega 

tres nuevos párrafos en la hipótesis del articulo 10 numeral 6 del CP. Ahora se aplicará la 

presunción de concurrencia de los requisitos de legítima defensa, en las circunstancias 

previstas en los numerales 4°, 5° y 6° del artículo 10 CP, toda vez que las Fuerzas de Orden 

y Seguridad Pública, Gendarmería de Chile y las Fuerzas Armadas realicen funciones de 

orden y seguridad pública126. Quiere decir, se establece una presunción legal de legítima 

defensa privilegiada para funcionarios policiales y de control social. Respecto al requisito de 

necesidad racional del medio empleado, propio de la legítima defensa, este se cumplirá en 

los siguientes términos: 

[…]; en dichos casos se entenderá que concurre el uso racional del medio empleado si, 
en razón de su cargo o con motivo u ocasión del cumplimiento de funciones de resguardo 
de orden público y seguridad pública interior, repele o impide una agresión que pueda 
afectar gravemente su integridad física o su vida o las de un tercero, empleando las armas 
o cualquier otro medio de defensa127. 

No obstante, el inciso sexto incorporado al artículo 10 N.° 6 CP dispone que, en caso de que 

los tribunales juzguen que no había necesidad racional de usar el arma u armamento por parte 

de los funcionarios de control, se deberá “considerar esta circunstancia como atenuante de la 

responsabilidad y rebajar la pena en uno, dos o tres grados, salvo que concurra dolo”128. Este 

punto busca actuar como un semejante al artículo 11 N.° 1 CP relacionado con el artículo 73 

CP.  

El numeral 2 del artículo 7 de la ley dispone el reemplazo de los incisos primero y segundo 

del artículo 150 D CP, referente a los tratos y abusos crueles, inhumanos o degradantes, que 

no lleguen a constituir tortura, ocasionados por empleado públicos. Anteriormente este 

artículo señalaba:  

El empleado público que, abusando de su cargo o sus funciones, aplicare, ordenare o consintiere 
en que se apliquen apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, que no 
alcancen a constituir tortura, será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio 
a máximo y la accesoria correspondiente. Igual sanción se impondrá al empleado público que, 
conociendo de la ocurrencia de estas conductas, no impidiere o no hiciere cesar la aplicación de 
los apremios o de los otros tratos, teniendo la facultad o autoridad necesaria para ello o estando 
en posición para hacerlo. 
    Si la conducta descrita en el inciso precedente se cometiere en contra de una persona menor de 
edad o en situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez; o en contra de una 
persona que se encuentre bajo el cuidado, custodia o control del empleado público, la pena se 
aumentará en un grado129. 

Este artículo elimina de plano en el inciso 2 la circunstancia de que se realice la conducta 

descrita en contra de personas que se encuentren bajo el cuidado, custodia o control del 

empleado público. Por ende, en casos de que este hecho ocurriera no se podrá optar al 

 
125 Código Procesal Penal (2000), artículo 140 inciso 4.  
126 Ley N.° 21.560 (2023) artículo 7 N.° 1 respecto del artículo 10 N.° 6 inciso tercero del Código Penal. El 
inciso quinto del artículo 10 N.° 6 CP, también incorporado por esta ley, contempla el uso del artículo 10 N.° 
10 CP para los casos en donde los funcionarios afectaren exclusivamente bienes. 
127 Ídem. 
128 Ley N.° 21.560 (2023) artículo 7 N.° 1 respecto del artículo 10 N.° 6 inciso sexto del Código Penal. 
129 Artículo 150 D del Código Penal versión anterior a la modificación de la Ley N.° 21.560, vigente entre el 
31 de diciembre de 2022 hasta 09 de abril de 2023. 
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aumento de la pena. Asimismo, se modificó el primer inciso, eliminando el apartado de 

“abusando de su cargo o funciones”, y cambiándolo por “con incumplimiento de 

reglamentos”, aspecto que, por lo menos conceptualmente, conlleva una gravedad mucho 

menor, considerando además que este artículo refiere a los apremios ilegítimos, tratos 

crueles, inhumanos o degradantes. 

Si bien esta ley no ha sido planteada como una herramienta de justicia transicional, resulta 

cuando menos interesante revisarla y ver su posible relación con este concepto. El argumento 

que origina esta ley es para permitir “atacar de mejor manera la lucha contra el crimen 

organizado, el narcotráfico y la delincuencia”130, a la par que se entrega mayor seguridad a 

los funcionarios de poder y control social. Sin embargo, al revisar las modificaciones que 

esta norma incorpora, no es este el propósito que se está reflejando. Por el contrario, los 

artículos tienen un alto carácter permisivo para quienes ejecutan la coerción estatal.  

Si se quiere proteger a los empleados estatales que ejecutan la coerción de aquellos casos 

donde pareciera quedar duda respecto al correcto uso de la fuerza, se debería de normar los 

límites del uso de la fuerza, determinando explícitamente estos131. Esto a modo de 

transparentar y establecer a priori qué es lo que se entenderá como conductas dentro de lo 

permitido y qué es aquello que constituirá un abuso de poder. En vez de enfocar los esfuerzos 

normativos en generar respuestas a posteriori de las acciones tomadas, que es lo que 

demuestra esta ley, aspecto que incluso termina por generar confusión respecto a las reglas 

que mandan la labor policial132. Nunca está de más recordar que nada es más seguro, tanto 

para el funcionario como para la sociedad, que el saber que se está actuando dentro de la ley.  

Como se revisó en el acápite anterior, las directrices respecto al uso de la fuerza en Chile son 

deficientes y no delimitan de forma clara cuáles son los parámetros permitidos en el empleo 

del poder estatal. Esto ha generado un problema de subjetividad profundo, en razón de que 

se entrega la facultad de discernimiento al funcionario policial que, en el ejercicio de su 

función, se encuentra con un sesgo de parcialidad. Todo esto termina promoviendo la falta 

de protección y respaldo de los funcionarios, y es este el problema principal que no se ha 

tomado en consideración en la nueva ley.  

En esta línea, es relevante destacar cómo la modificación a la hipótesis de legítima defensa 

privilegiada permite que se realicen analogías extensas respecto al alcance de este permiso. 

Esto debido a que, la ley permite que sea el funcionario policial quien evalúe si hay o no una 

agresión ilegítima en las acciones de quien se resiste, y si éstas tienen el potencial de lesionar 

o matar. Esto conlleva entregar una importante facultad de arbitrariedad a un funcionario que 

no solo tiene el poder coercitivo, sino que también se encuentra como interviniente al 

momento de los hechos, no pudiendo así evaluar de forma neutral las actuaciones133. Este 

punto es todavía más preocupante si consideramos la ausencia de normativa explícita para el 

 
130 Ministerio del Interior (6 de abril de 2023). 
131 Véase Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley, principio N.° 1 y 11. 
132 Carta de penalistas y criminólogos(as) sobre el proyecto de ley que modifica textos legales que indica para 
fortalecer y proteger el ejercicio de la función policial y de gendarmería de Chile (Boletín N.° 14.870-25). 
Proyecto de Ley “Nain Retamal”. 
133 Ídem.  



32 

 

uso de la fuerza, aspecto que no pareciera precisamente colaborar con la idea de derribar la 

sensación de inseguridad de la sociedad.  

Ahora bien, esta modificación afecta también a los contextos de manifestaciones, donde, dada 

su regulación, se pone en riesgo tanto a las personas que participan de las manifestaciones 

como a quienes circulan sin vincularse. A su vez, puede afectar a cualquier ciudadano, no 

necesariamente mayores de edad, sino también a estudiantes u adolescentes, debido a su 

incorporación al CP, dando así aplicación general a la regla. También formula un retroceso 

la eliminación de la agravante del último inciso del artículo 150 D CP, que disponía 

anteriormente un aumento de la pena para quien fuera víctima de apremios estando bajo 

custodia de funcionarios públicos, dejando con esta modificación más desprotegida a la 

ciudadanía de no sufrir esta clase de abusos.   

Respecto a la influencia de esta normativa en los casos de abuso de poder durante el estallido 

social, hubo un importante retroceso en materia transicional. Esto dado que las circunstancias 

reformadas son importantemente más favorables a las que existían al momento de la crisis, 

se utilizó esta legislación en varios casos de manera retroactiva, en función del principio de 

la ley más favorable134, consiguiendo con esto la revisión de diferentes causas e incluso la 

absolución o reducción de las penas dispuestas a los empleados públicos imputados. Tan solo 

en la primera aplicación de esta normativa, por parte del Tribunal Oral en lo Penal de 

Talagante, se absolvió a cinco funcionarios de Carabineros quienes estaban siendo acusados 

por apremios ilegítimos, homicidio frustrado y falsificación de instrumento público durante 

el estallido social135.  

Varios organismos se han pronunciado ante la situación y cómo la presente norma marca un 

patrón de impunidad que quebranta la idea de reparación para los afectados, además de 

incumplir con los lineamientos del derecho internacional. De este modo, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha señalado la necesidad de que para emplear el uso 

de la fuerza, el agente debe reconocer la legalidad de su uso en el caso específico, utilizándolo 

con moderación y en proporción al delito y su gravedad136, elemento que no se condice con 

la presunción de licitud del empleo de armas. Amnistía Internacional lo ha señalado también 

de forma muy clara:  

A Amnistía Internacional le preocupa mucho esta ley, pues su aplicación entra en 
conflicto con los estándares internacionales de derechos humanos en lo que se refiere a: 
a) la implicación del ejército en actividades de seguridad interior y orden público; b) la 
investigación administrativa de violaciones de derechos humanos; c) la presunción de 
licitud del empleo de fuerza letal por agentes del Estado; y d) la modificación de la 
descripción típica del delito de tortura137. 

 
134 Conforme al artículo 18 inciso 2 Código Penal de Chile. 
135 Véase C/ Jean Pierre Hirsch Aceituno, Miguel Ángel Toledo Álvarez, Enrique Antonio Pulgar Pacheco, 
Francisco José Tapia González y Máximo Claudio Huaquiñir Calluil (2023): Tribunal de Juicio Oral en lo 
Penal de Talagante, 12 de mayo, resolución de primera instancia; CHV (27 abril de 2023). 
136 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2012), Caso Nadege Dorzema y otros vs. República 
Dominicana, párr. 85; Corte Interamericana de Derechos Humanos (2015), Caso Cruz Sánchez y otros vs. Perú, 
párr. 265; Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley, principios N.° 1, 5, 7, 8, 9, 11. 
137 Amnistía Internacional (2023), p. 3. 



33 

 

Si bien una parte de la sociedad puede llegar a considerar esta ley como un proceso de justicia 

transicional que busca reparar la realidad vivida por los funcionarios de policía durante la 

revuelta social, esto termina por desconocer las importantes modificaciones que se 

incorporaron con esta normativa que generan una gran ventaja a la policía por sobre los 

ciudadanos en el proceso de búsqueda de la verdad y justicia. Como se ha expuesto en los 

párrafos anteriores, estas ventajas no buscan esclarecer los hechos para todos los 

involucrados a fin de encontrar justicia para quienes hayan sido afectados por el estallido, 

independiente del lado en que se encontraban en la crisis. Por el contrario, dificulta los 

procesos de verdad, justicia y reparación. 

A modo de cierre de esta revisión, queda en evidencia cómo la Ley N.° 21.560 actúa desde 

la lógica de impunidad y el no esclarecimiento de la verdad, por sobre el objetivo de reparar 

y reconocer responsabilidades. El problema aquí no es haber brindado herramientas de 

seguridad a los funcionarios que ejecutan el poder del Estado, ya que la lógica transicional 

busca remediar la vinculación y situación en que quedaron todas las partes dentro de un 

conflicto. Por tanto, se reconoce tanto a las víctimas y afectados, como también a los 

funcionarios policiales, de investigación y de las fuerzas armadas, como involucrados dentro 

de la crisis social de 2019. De este modo, cada una de las partes debe ser escuchada para 

entender qué es lo que requiere, y con esto poder avanzar hacia un futuro más cercano a la 

superación de los nudos del pasado. Sin embargo, el error aquí fue excusarse en querer 

entregar mayor seguridad, siendo que en verdad el contenido de la ley no está enfocado en 

esto. Por el contrario, con esta norma consolida figuras en exceso privilegiadas y el 

establecimiento de garantías de impunidad a los funcionarios del orden estatal, lo cual 

constituye a su vez un importante retroceso en materias de justicia transicional y de 

reparación. 

d) Procesos constituyentes  

En este apartado se analizará aquella que fue la propuesta inicial dentro del marco del 

estallido social. El Acuerdo por la Paz Social y la Nueva Constitución pactó una salida de la 

crisis enfocada en el restablecimiento de la paz y el orden público de Chile. Consistía en 

someter a plebiscito la posibilidad de hacer una nueva constitución y la composición del 

organismo que debería redactarlo. En resumen, en las votaciones del plebiscito se aprueba la 

posibilidad de una nueva constitución, siendo elegido como organismo redactor la opción de 

convención constitucional. 

Pese a la historia que existe posterior a este Acuerdo, y al rechazo de dos proyectos 

constitucionales, no se puede desconocer el importante intento que el proceso constituyente 

consagró dentro de los mecanismos de justicia transicional en la sociedad chilena. Es de este 

modo que, se realiza un reconocimiento de la crisis que se estaba viviendo, además de 

proponer un método con el cual afrontarlo sin más violencia de por medio. La justicia 

transicional busca, entre otros aspectos, abordar las secuelas de un conflicto. Por lo que, el 

acuerdo, al reconocer el descontento social y la aparente necesidad de un nuevo sistema, 

termina por dar un paso al frente para que la sociedad decida su camino. Además de con esto 

restablecer el imperio del Estado de Derecho mediante la votación democrática y 

representativa de las decisiones del pueblo.  
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Si bien no hubo una consolidación de Comisión de la Verdad como tal, el proceso 

constituyente fue un espacio pensado también en la búsqueda de la verdad. Es mediante los 

debates constitucionales, la elección de los candidatos, los temas puestos en discusión para 

incorporarse o no a las propuestas constitucionales, que se termina por conversar y hacer 

cargo de aquellas “verdades” que la sociedad había reclamado y exigido en el estallido social, 

abarcando temas sensibles y de interés común. Cabe destacar las audiencias públicas que se 

realizaron durante el periodo constituyente en la Convención Constitucional, a cargo de la 

Subcomisión de Verdad Histórica, Reparación Integral y Garantías de No Repetición. Fueron 

específicamente 282 audiencias, de las cuales se analizaron en el informe final de la comisión 

160 de ellas138. Dichas audiencias no solo brindaron un espacio para compartir y dar a 

conocer las experiencias de distintos grupos sociales, con diferencias étnicas, de género o 

edad, además de quienes fueron víctimas de violencia, sino que es mediante las mismas que 

la propuesta constitucional consiguió impregnarse de contenido relacionado a la justicia 

transicional139. 

Este proceso ofreció un camino institucional, con intención de canalizar las demandas y el 

conflicto existente, promoviendo una ruta para la reforma. En otras palabras, incorporó una 

oportunidad de futuro y, a su vez, un cierre al ciclo de violencia del estallido. Si bien el 

proceso constituyente terminó donde empezó, manteniendo la Constitución de 1980 después 

de dos propuestas constitucionales distintas, eso se puede examinar por distintos factores que 

no son relativos a esta tesis. Solo nos compete revisar la herramienta de transición que se 

presentó mediante el Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución.  

Queda, a modo de cierre, destacar el intento de normar y reconocer como un derecho 

fundamental el derecho a la memoria, a la verdad, justicia y reparación integral de las 

personas y sociedad, teniendo el Estado una responsabilidad respecto a este. Además de 

explicitar también el deber estatal de concretar garantías de no repetición en casos de 

vulneraciones140. Esto se encontraba reconocido en el artículo 24 numeral 5 de la Propuesta 

Constitucional de la Convención Constituyente.  

6. CONCLUSIÓN 

Esta tesis ha explorado la crisis del estallido social de octubre de 2019 desde la revisión de 

las actuaciones estatales, por un lado, al momento del conflicto social, y por otro lado, frente 

al desafio de cómo reconstruir la vida social civil después de este fuerte quiebre. Conforme 

a las preguntas de indagación inicialmente planteadas, en primer lugar, la investigación 

demuestra efectivamente al Estado como sujeto activo de la organización terrorista, 

renegando de las vías idoneas y racionales para el mantenimiento del orden público, y 

actuando a consciencia del ataque generalizado que efectuaba sobre la población civil. 

Conforme las características de las leyes antiterroristas en Chile, la institución estatal ejecutó 

diversos delitos con la finalidad de someter y desmoralizar a la población, con el objeto de 

garantizar el mantenimiento del control social y poder político en los agentes particulares tras 

el Estado. En segundo lugar, con el análisis de la investigación se pudo apreciar la realización 

 
138 Comisión de Derechos Humanos de la Convención Constitucional, Subcomisión de Verdad Histórica, 
Reparación Integral y Garantías de No Repetición (diciembre de 2021). 
139 ROJAS, H., MILLALEO, S. & SHAFTOE, M. (2022), pp. 524–525.  
140 Convención Constituyente (2022) Propuesta Constitución Política de la República de Chile, artículo 24. 
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de ciertas vías enfocadas para lograr transitar hacia una sociedad postconflicto, sin embargo, 

también se evidenció la existencia de medidas que todavía sostienen la estrategia de 

impunidad del terrorismo de Estado. 

 

Este análisis evidencia el nivel de desprotección al que la sociedad puede llegar. El Estado 

es el llamado a proteger y garantizar los derechos fundamentales de sus ciudadanos, sin 

embargo, en este periodo la institución no solo repudió este deber, sino que además actuó en 

antítesis del mismo, siendo él el perpetrador de las violaciones a los derechos humanos. La 

implicancia de este fenómeno va más allá de las agresiones realizadas, sino que se revela 

aquí un patrón sistemático de violaciones a derechos fundamentales donde el Estado, en el 

amparo de su poder coercitivo, empleó tácticas de represión destinadas a silenciar las 

demandas sociales, ejecutando la violencia como herramienta para mantener el control 

político y social. 

 

A raíz del desarrollo de este trabajo se comprende la necesidad de delimitar el uso del poder 

y los procedimientos especiales para las fuerzas encargadas del orden público, dado que, no 

puede ser que ante la falta de un marco claro de acción ocurran resultados tan 

desproporcionados y contrarios a la lógica racional. Se recomienda la revisión profunda de 

las directrices de Carabineros al ser ellos el primer nivel de intervención ante situaciones 

sociales, para reglamentar parámetros precisos para el uso de la fuerza, y así cumplir con el 

principio de legalidad y seguridad jurídica para la sociedad. El que exista una normativa 

especializada en el área permite, a su vez, un mayor control respecto a las acciones policiales, 

siendo la misma población quien, en conocimiento de los límites permitidos, podrá reconocer 

y denunciar la vulneración a sus derechos con más respaldo legal, facilitando así los medios 

de justicia y reparación.  

 

Es crucial y necesario investigar la concurrencia de conductas de terrorismo de estado debido 

a su impacto transversal. La persecución y justicia de estas vulneraciones no puede quedar a 

merced de las historia, al contrario, debe convertirse en un precedente para la formulación de 

futuras políticas públicas, a fin de poder generar respuestas más inmediatas ante posibles 

repeticiones futuras. Esta demás recordar que la memoria histórica, la verdad y la justicia no 

solo son derechos de las víctimas, sino que son la base sobre la que se construye una sociedad 

democrática respetuosa de los derechos humanos. 

 

Los mecanismos de justicia transicional, como los establecidos en la Agenda Integral de 

Verdad, Justicia y Reparación o el programa PACTO, son fundamentales en una sociedad 

conflictuada como la chilena. De manera que, este tipo de procesos son, de hecho, un desafío 

para la democracia misma. La complejidad a la que estas vías de transición se enfrentan es 

muy alta, dado que Chile en sí afronta el dilema de lidiar con un legado de violaciones a los 

derechos humanos todavía sin resolver, situación que genera fuertes tensiones entre las 

demandas de reparación de las víctimas y la necesidad de cohesión social. De este modo, 

para poder superar las tensiones y restaurar la unión social no basta con que solo existan 

mecanismos de reparación, sino que es necesario que estos sean transparentes, eficientes y 

capaces de garantizar la rectificación efectiva. Por lo que, para esto las diversas herramientas 

deben ser evaluadas constantemente, y la existencia de limitaciones debe ser reconocidas por 

el Estado para poder ajustar la dirección de las estrategias y avanzar hacia un modelo más 

desarrollado y apto. 
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Los resultados de estos procesos son claves para restaurar la confianza en el sistema judicial 

y político, que, de lo contrario, corre el riesgo de continuar siendo percibido como incapaz 

de proteger los derechos de la ciudadanía. Es por esto que, a pesar de los esfuerzos realizados 

en términos de justicia transicional, aún queda mucho por corregir. La reparación sigue 

siendo un desafío pendiente para el sistema judicial, la comunidad social y el propio Estado. 

 

Finalmente, desde el marco del derecho, el sistema normativo chileno debe asumir su 

responsabilidad en la regulación y control del poder estatal, garantizando que la ley sea 

aplicada de manera justa y equitativa. La verdadera fortaleza propia del sistema jurídico 

chileno es la facultad que el Estado tiene para hacer valer, sin excepciones, los principios 

fundamentales y las normativas que resguarden el bienestar, tanto individual como colectivo, 

en todas sus acciones. Es de esta forma que se podrá asegurar que la violencia institucional 

no vuelva a ser una herramienta de control político nunca más. 
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